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PROLOGO
El Protocolo que a continuación se presenta, aprobado por la Comisión Nacional de Coordinación Interinstitucional prevista en el Código Procesal Penal, pretende ser una herramienta de trabajo y consulta para los profesionales que actúan en el ámbito de la violencia de género y contra ella. A modo de manual, también tiene el objetivo de ser útil a las víctimas pues les ofrece una información muy importante acerca de sus derechos, explicándose qué y cómo hacer ante una agresión.

La violencia de género requiere de soluciones multidisciplinares. Cuando actúa el sistema penal es porque los demás sistemas de control social, la educación, la familia…han fallado en su lucha contra la violencia. Se ha de asegurar que éste último sistema tampoco falle y pro eso la promulgación de éste Protocolo puede ser un buen camino para el funcionamiento del sistema ante las manifestaciones más graves de la violencia de género.

La actuación unificada y coordinada de los jueces, de los fiscales, de los médicos forenses, abogados, policía nacional y servicios sociales enmarcados en la Red de Mujeres, propiciará, sin duda, el salto cualitativo que pretendemos impulsar en la lucha contra la violencia de género que se está desarrollando en Nicaragua.

Han sido precisamente los profesionales de las distintas instituciones afectadas quienes han volcado sus conocimientos y su experiencia en este protocolo de actuación, que ha sido consensuado también con el Ministerio de Salud, con las Procuraduría de Derechos Humanos y de la Mujer, y con la Defensoría pública. La efectividad de los derechos de los ciudadanos y ciudadanas debe asegurarse mediante la mejora continua de los procedimientos y de los servicios públicos.

Efectivamente, los Servicios Públicos deben ofrecer a la ciudadanía unos márgenes de confianza y seguridad importantes, superando la actual desconfianza que actualmente provoca nuestro sistema penal entre las víctimas en un proceso de mejora continua de la calidad de sus prestaciones.

Se trata de avanzar en la estrategia de un sistema público al servicio de la ciudadanía, conocer sus necesidades y demandas concretas, y ofrecer unas respuestas eficaces y de calidad.

Todo ello implica un conjunto de cambios en la cultura de la organización pública que la Corte Suprema de Justicia está impulsando y que, en buena parte, serán fruto de proyectos específicos como la implantación de este protocolo en la lucha más eficaz contra la violencia doméstica, que todos hemos de compartir, que todos compartimos.

Quiero agradecer a D. Andrés Martínez Arrieta, Magistrado del Tribunal Supremo de Justicia de España, que coordinó la elaboración del presente documento, y a las directoras del Proyecto, Dra. Silvia Rosales, Magistrado del Tribunal de Apelación, y Da. Ana de Mendoza de la Agencia Española de Cooperación Internacional, por el buen trabajo realizado, para lograr el acuerdo alcanzado con todas las instituciones para dotar al sistema penal nicaragüense de este Protocolo de Actuación.

Igualmente extiendo este agradecimiento a cuantas personas e instituciones han colaborado en la elaboración de este Protocolo. Jueces y Magistrados, Ministerio Público, defensoría, Procuraduría de los derechos Humanos, Instituto de Medicina Legal, Policía Nacional, Ministerio de Salud, INIM, Plan Nacional Contra la Violencia, Red de Mujeres contra la violencia, UNICEF y ONG´s que trabajan a favor de la niñez y la adolescencia. Con sus interesantes aportaciones se ha contribuido a la elaboración del presente documento.
Dra. Alba Luz Ramos Vanegas

Presidenta de la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua

Febrero 2003

I.- INTRODUCCION
La violencia se viene manifestando como un problema que se presenta con fuerza en la realidad social de muchas naciones. Particularmente la violencia tiene unas especiales características en nuestro país. Hoy la violencia es considerada como un problema de salud pública (Derecho 67-90 del Ministerio de Salud) al que deben ir dirigidas las políticas de erradicación y prevención que las Autoridades de los distintos poderes del Estado deben impedir y perseguir. Se ha dicho y con razón, que la violencia es el principal factor limitante para el desarrollo integral de nuestro país que amenaza, seriamente, las posibilidades reales de transformación democrática y el desarrollo sostenible.

En este contexto vamos a analizar la violencia intrafamiliar y sexual contra mujeres y la niñez y adolescentes. No podemos olvidar que la violencia es una actitud aprendida y el primer lugar de aprendizaje es el hogar, marco donde las conductas violentas (incluyendo las conductas integradas en la violencia física y psíquica), son frecuentemente infravaloradas, produciéndose la misma sin una conciencia clara de actuación al margen de la ley. Sabemos, además, que el abuso crónico de la violencia, su sufrimiento continuado durante la niñez y adolescencia en el ámbito familiar, constituye en un elevado factor de riesgo precursor de a conducta violenta en la vida adulta. La dimensión del problema se ve agravada si a los efectos directos de estas agresiones sumamos las repercusiones inmediatas que se producen en el hogar. En otros términos, cuando la violencia es de género, las mujeres maltratadas por sus maridos o sus parejas, o por quienes lo han sido, no son las únicas víctimas de la agresión. Los niños que presencian la agresión y la conducta violenta son, también, víctimas secundarias, aunque directas, de ese comportamiento porque esa presencia en la conducta influye en el desarrollo de su personalidad, en su afectividad y en su ajuste cognitivo, asumiendo como normal entre las relaciones personales los comportamientos violentos. Estos testigos forzados de los malos tratos tienden a reproducir los comportamientos violentos como forma de solucionar situaciones conflictivas o como formas de ejercer la influencia sobre otros.
No es necesario detenerse en destacar la influencia negativa de este aprendizaje durante la niñez y adolescencia, lo que podrá potenciar comportamientos igualmente violentos, a buen seguro constitutivos de delito en el futuro.

Los actos de violencia sexual contra mujeres y la niñez y adolescencia, son, igualmente alarmantes y la percepción de su existencia hiere las estructuras de una sociedad en sus principios más básicos.

Las estadísticas en Nicaragua no son claras y precisas en la determinación de las víctimas de agresiones por la violencia intrafamiliar y sexual, aunque las cifras apuntan a una incidencia elevada. La denominada “cifra negra de la criminalidad” es abultada, en la medida que los comportamientos que se integran en la denominada violencia de género, entre las que incluimos todas las manifestaciones violentas, lesiones, agresiones sexuales a mujeres, niños y niñas y adolescentes, en el ámbito familiar y casi familiar, es cuantitativa y cualitativa impresionantes datos los aspectos cerrados en los que se actúa.
II.- CONTEXTO DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 
Ciertamente no es fácil proporcional una definición de la violencia intrafamiliar. Sabemos que en sus concepto se incluyen una pluralidad de sujetos activos, padres, parejas de hecho, actuales y anteriores, ascendientes en determinados grados de parentesco por consaguinidad y afinidad, descendientes. Igualmente, que la relación de sujetos pasivos es plural, mujeres, parejas, actuales o anteriores, descendientes, sobrinos, ahijados, descendientes de parejas, etc. Todos enmarcados por un vínculo derivado de la presencia de una relación familiar o casi familiar que implica una convivencia en la que se desarrollan las relaciones familiares o asimiladas en la que determinados comportamientos  agresivos se ven favore3cidos por la propia convivencia y por la persistencia de unas estructuras sociales basadas en el dominio del varón sobre la mujer. Los efectos son particularmente dañinos, pues no sólo resulta agredida la salud física y psíquica de la víctima, de por si grave, también otros aspectos de la personalidad de difícil curación.

Las modalidades de actuación agresiva son, igualmente, plurales; atentados a la vida, a la integridad física, emocional, a la libertad sexual, al libre desarrollo de la personalidad, a la educación, al trabajo, al patrimonio.

Es, en todo caso, un problema multidisciplinar cuya erradicación y prevención requiere, igualmente, una actuación multidisciplinar. Este documento, nacido como Protocolo de Actuación en los procedimientos penales, restringe su actuación, únicamente, a la persecución y enjuiciamiento pena, sin alcanzar a otros aspectos importantes de la violencia intrafamiliar.

Quizás una forma de acercarnos a la dimensión del problema sea visualizarlo desde la perspectiva de la víctima, mujer o de la niñez y adolescencia, que sufre la agresión: La perspectiva “del otro”. La víctima de un maltrato familiar y de una acción agresiva a su sexualidad no sólo sufre un resultad lesivo en su integridad física o en su libertad, supuesto común con cualquiera otra víctima de un delito en cuyo componente figura la agresión. La víctima en este delito sufre la agresión, precisamente, por parte de una persona de su esfera más íntima, de una apersona con la que ha convivido y con la que ha mantenido lazos de intimidad especiales que se concretan en el afecto, la seguridad económica, el cumplimiento de un “rol social”, e incluso religioso, incrementando de forma muy importante los efectos del delito.

Comprobamos una primera diferencia con el delito base sobre el que actúa, las lesiones, agresiones sexuales, etc. Mientras que en estos delitos la víctima sufre una agresión, importante, pero limitada, con ser grave, a la realidad del dato objetivo agredido, en los delitos de violencia intrafamiliar, el componente familiar, amplía sus efectos lesivos sobre la concurrencia de elementos derivados de la convivencia y de la dependencia, económica, afectiva y familiar. Cuando la agresión se produce los daños objetivos, aunque puedan ser muy graves, quedan desdibujados ante otro daño menos visible y más grave que se concreta en un dolor emocional, en la estructura de afectos, en temores que inciden muy negativamente en la personalidad de la víctima y causante de alteraciones emocionales que los psiquiatras y psicólogos pueden diagnosticar y que, en líneas generales, se concretan en lesiones a la autoestima, depresiones, situaciones englobadas en el “stres postraumático”.
Pero no acaba aquí la especial problemática de este tipo de agresiones. La violencia intrafamiliar supone el ingreso en el círculo vicioso, en el que la falta de respeto de una primera agresión no supone sino el inicio de una espiral de violencia en el que ésta no es sino el sistema empleado para la dominación y para abordar situaciones conflictivas. Las reglas de respeto que deben regir las relaciones personales, máxime cuando se trata de convivencia entre personas iguales, se transforman en actos de dominación que se plasman en agresiones hacia los miembros más débiles de la familia. Ese componente de permanencia y repetición de la conducta es lo que los Tratados Internacionales definen y contemplan desde la perspectiva de los derechos humanos. Ya no es sólo la individualidad del sujeto, víctima de la agresión, la que debe ser protegida por los tipos penales, sino la consideración desde la perspectiva de derechos humanos de la mujer o de la niñez y adolescencia la que debe ser protegida pro el derecho penal, pues esas acciones deben ser prevenidas, erradicadas y sancionadas como agresión a las normas esenciales de la convivencia de personas. El derecho a vivir en paz dentro de la familia sería el bien jurídico protegido y no sólo la integridad personal, bien jurídico de las lesiones.
En esta situación de terror y miedo, forzoso es reconocer el coraje de la mujer o del niño, niña o adolescente y los ascendientes de éste, que decidan denunciar los hechos que ha sufrido, pues no sólo denuncia, reiteramos, la concreta agresión sufrida, sino que ha de sustraerse a sus miedos, temores, sus condicionamientos religiosos y culturales a la presión, en ocasiones, de la propia familia para denunciar a otra persona de su núcleo familiar causante de los hechos.
En primer lugar porque la víctima puede llegar a pensar que el amor todo lo cura, que el acto agresivo no es sino un acto ocasional que no se va a repetir. Además, porque va a quedar desprotegida económicamente del sustento proporcionado por el agresor y no sólo ella, también sus hijos, sus seres más queridos. También porque afectivamente queda desarbolada en un “torbellino de contradicciones”, en expresión acuñada por los estudiosos de la situación, en el que actúan componentes religiosos y sociales, la unidad de la familia, la seguridad propia de los hijos. Además, sabe y teme, lo que incluso es peor, que su efecto de coraje significa una mayor agresividad por parte de su pareja.
En este contexto de temor, la víctima sufre un daño añadido de difícil dimensión. Cuando el hecho transciende al exterior, se encuentra que la sociedad considera esa agresión como un asunto interno de la pareja y reduce el contenido de la agresión a una mera disputa familiar, cuando no provoca risas, lo que nos hace sino incrementar su sensación de inseguridad y aislamiento.

En el acceso al sistema de represión de conductas delictivas, en el que debemos incluir a la Policía, al Ministerio Público y a los órganos jurisdiccionales, la situación es, ciertamente, más lesiva, incluso lo hemos diagnosticado con el nombre de “victimización secundaria”, con la que se alude a la que viene provocada por el sistema de represión de hechos delictivos y que  se produce cuando hacemos que la posición de la víctima, que ya ha sido agredida gravemente en sus estructuras personales, recibe nueva agresión en manifestaciones y comportamientos que denotan, falta de comprensión, risas, faltas de respeto, dudas de su testimonio, reiteración de indagaciones y reconocimientos, cuando su posición de víctima no es respetada, precisamente por quienes hemos de ser los principales garantizadores de sus derechos.
Como antes se señaló hay que reconocer mucho coraje a la víctima de la violencia intrafamiliar y sexual que denuncia una agresión, o una situación de permanente agresión, y que nota que el sistema de represión, junto a la situación anteriormente expuesta, no le ayuda sino que le vuelve a agredir, incrementando su desconfianza en el sistema y en ella misma.

No es sorprendente que la víctima, mujer o niño/a acompañado/a en el proceso, no mantenga las declaraciones que dieron lugar a la denuncia durante el proceso penal o no comparezca a las sucesivas órdenes de comparecencia. Es necesario entender que teme a su pareja o compañero o padre o ascendiente, y el sistema al que se confía le da la espalda con comportamientos victimazadores.
III.- DIMENSION INTERNACIONAL
Las dimensiones del problema ha llevado a los organismos internacionales a preocuparse por establecer iniciativas y normativas que plasmen estrategias afectivas de lucha contra la violencia doméstica. Los textos internacionales emanados de Naciones Unidas de la Conferencia  de Beijing de 1,995, a nivel regional han fructificado en la Convención Interamericana de la Organización de Estados Americanos para la Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra la Mujer, conocida como Convención de Belem de Pará, suscrito en la mencionada ciudad brasileña el 9 d junio de 1,994. Este instrumento es hoy la pieza clave sobre la que se articulan las actuaciones concretas de las políticas de los países que han suscrito , como Nicaragua, la Convención.

De su importancia de cumplida cuenta la relectura de sus artículos 7 y 8.

En el Art. 7 se expresa: “Los Estados parte condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
· a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal, agentes o instituciones se comporten de conformidad con esta obligación.

· b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer.

· c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso.

· d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su seguridad o perjudique su propiedad.

· e. tomar medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes o reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer.

· f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos.

· g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de la violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces.
· h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención.

Los programas que deben conducir a la obtención de los mejores resultados se identifican en el artículo 8:

· a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos; modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel de proceso educativo para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de inferioridad  o superioridad de cualquiera de los género o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer.

· b. fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás encargados de a aflicción de la ley, así como del personal a cuyo cargo está la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer.

· c. suministrar servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de la violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea e caso, y cuidado y custodia de los menores afectados.

· d. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinado a concienciar al público sobre los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los  recursos legales y la reparación que corresponda.
· e. ofrecer a la mujer objeto de la violencia acceso a programas eficaces de rehabilitación y capacitación que le permitan participar plenamente en la vida pública, privada y social.

· f. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices adecuadas  de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de la mujer.

· g. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de las medidas para prevenir sancionar y eliminar la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios.

· h. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas y experiencia y la ejecución de programas encaminados a proteger a la mujer objeto de la violencia.

La niñez y adolescencia agredida, sexual, física o psíquicamente, presenta una idéntica cobertura legal que obliga a los países signatarios de los Tratados y Convenios Internacionales a la adopción de políticas de prevención, protección, investigación y sanción de actos lesivos a sus derechos. La Declaración de Derechos del Niño, la Declaración del Congreso Mundial contra la Explotación Sexual de las Niñas, Niños y Adolescentes, además de las anteriormente citadas y relacionadas, conforman un marco protector de obligado cumplimiento a los Estados signatarios entre los que se encuentra Nicaragua.
IV. TRANSPOSICION AL DERECHO INTERNO
El ordenamiento jurídico de Nicaragua no ha decepcionado en su integridad el ordenamiento internacional anteriormente expuesto.
El Código Penal, reformado por las leyes 150 del 11 de junio de 1,992 y 230 del 19 de septiembre de 1,996 contiene tipos penales en los que se contempla modalidades agresivas a la mujer, adolescencia y niñez, constitutivas de atentados contra las “personas y su integridad física, psíquica, moral y social”.

Concretamente, la ley 150 d 1,992, tipifica los delitos de violación estupro, seducción ilegitima, rapto, abuso deshonesto, corrupción, proxenetismo o rufianería, trata de personas y sodomía. La redacción de los tipos penales protegen un bien jurídico básico, la libertad en su contenido concreto de la libertad sexual. Sin embargo junto a ese bien jurídico aparece otro, cuyo contenido es, ciertamente, discutible, la honestidad. Esta delimitación del bien jurídico puede llevar a equívocos en la interpretación del tipo penal. En efecto, su afirmamos que el objeto de protección es la honestidad, como ha realizado algún órgano judicial en sus resoluciones, es preciso comprobar que, afectivamente, dicha “honestidad” concurre lo que provoca importantes problemas de victimización secundaria al indagarse en el juicio oral su concurrencia en el interrogatorio que se practique a la víctima.
Una interpretación adecuada del tipo penal nos lleva a la conclusión de que el bien jurídico protegido es la libertad del sujeto  que no puede ser compelido a la realización de actos atentatorios a su libertad con buen contenido sexual. Desde esta perspectiva serían impertinentes y atentatorias a los derechos de la víctima las indagaciones sobre su actividad sexual que deben permanecer en el estricto ámbito de su intimidad.
La Ley 230 de 1,996, formula una regulación de las lesiones, con agravaciones derivadas de la realización de los actos de lesiones en el seno de la familia, con una definición (art. 237) de lo que debe entenderse por familia a los efectos de la aflicción del Código Penal. Prevé una agravación de la penalidad cuando el delito es realizado “entre miembros de la familia”.

Sobre todo la bondad de la reforma se manifiesta, desde la perspectiva de la violencia intrafamiliar en la previsión de medidas de seguridad “cuando la acción fuera cometida por un miembro de la familia hasta el cuarto grado de consaguinidad o segundo de afinidad dentro de la familia conviviente o en unión de hecho estable” con una relación de medidas, en principio, adecuadas a la dimensión real del problema. Si bien, la disposición sobre su aplicación cuando los hechos no sean constitutivos de delito le esta de toda eficacia.
El ordenamiento sustantivo penal no ha realizado la transposición completa de los Tratados Internacionales en la medida que sólo contempla parcialmente el contenido de la violencia intrafamiliar y sexual. En efecto como antes se señaló, la violencia intrafamiliar no se circunscribe a un acto aislado agresivo, contra la vida, la integridad o la libertad sexual de las mujeres, la adolescencia y la niñez, sino que se integra en marco más complejo y global creador de un ambiente de terror conformado por plurales y sucesivas agresiones y vejaciones.

Se hace necesario proponer, “de lege fornda”, una modificación del Código Penal que contemple la realidad de la antijuridicidad de la conducta y que comprenda no sólo las concretas agresiones, también las lesiones a los derechos humanos presentes en la situación, la dignidad de la mujer y de la niñez y adolescencia, su integridad moral y el derecho a vivir como personas, bienes jurídicos que se resisten cuando una persona, el autor, mantiene en la convivencia familiar un ambiente violento lesivo de la integridad física y psíquica y de la dignidad.

El derecho comparado, al que nos referimos en otro apartado de este documento, presenta buenos ejemplos de lo que se propone.
Desde otra perspectiva, destacamos el Código de la Niñez y la adolescencia, ley 287 de 1,998, cuyo Libro III es, en buena medida, antecedentes del vigente Código Procesal Penal.

El reciente Código Procesal Penal, dado el carácter de control formalizado que caracteriza el derecho penal es el instrumento normativo esencial en la aplicación del derecho penal, concretamente y en lo que ahora interesa, el referido a los delitos que afecten a las mujeres y a la niñez y adolescencia cuando son éstos objetos de maltrato, comprensivo de agresiones a su integridad física y psíquica y a su libertad sexual.
El nuevo Código Procesal Penal es un cuerpo normativo de nuevo cuño en su integridad que supone un modo de enjuiciar, en ocasiones, diametralmente distinto al anterior. La introducción del principio acusatorio, la formulación de posprincipios generales, etc. hacen que este Código responda a las exigencias de una sociedad moderna y constituya una herramienta adecuada para el enjuiciamiento de hechos delictivos con respeto a los elementos derechos de acusado. No obstante, la modificación de un sistema normativo tan importante ha generado importantes dudas en su interpretación por quienes actúan en el sistema penal que el tiempo, la práctica forense y la doctrina de la Corte Suprema de Justicia resolverá, si bien a lo largo del análisis de las actuaciones de los distintos operadores analizaremos los distintos operadores analizaremos las disfunciones que en su corto espacio de vigencia se han producido y que han sido expuestos por quienes actúan en el proceso y con los que se han mantenido  entrevistas para la elaboración de este documento.
V. PROTOCOLO DE ACTUACION
A.
JUSTIFICACION
La elaboración del Protocolo surge para solventar algunas de las disfunciones presente en el funcionamiento de la Justicia penal como servicio público dedicado a la investigación de conductas y enjuiciamiento, en su caso, de las conductas tipificadas como delito contra las mujeres y los niños.

L entrada en vigor del nuevo Código Procesal Penal planteó algunas dudas sobre la conveniencia de su elaboración recién había entrado en vigor la nueva normativa procesal. Las leyes requieren de un tiempo de rodaje para comprobar la eficacia que de ellas resulta. Cuando se trata de un Código procesal, con acierto considerado como la transposición de la Constitución ante los tribunales penales, es necesario dejarlo reposar para que alcance los efectos perseguidos. Sería muy inoportuno acometer reformar legales de su contenido al poco tiempo de su vigencia, al tiempo que una reforma parcial o puntual supondría que el Código perdiera su carácter de norma homogénea, tan necesaria en el enjuiciamiento de hechos delictivos. Por ello se optó por la formulación de un Protocolo de Actuación que recogiera las actuaciones profesionales de los distintos operadores del sistema implicados en la investigación de las conductas referidas a violencia intrafamiliar. En su desarrollo se trataría de unificar actuaciones y criterios de interpretación de los distintos órganos intervinientes, siempre respetuosos con uno de los principios básicos de actuación de una legislación procesal, como el principio de legalidad procesal que proclama el art. 1 del Código procesal penal y que constituye el principio de actuación básico en el enjuiciamiento de hechos delictivos en un Estado Social y Democrático de Derecho. Democrático, por ajustarse a los derechos de las partes en el proceso reconocidos en la Ley Social, porque se formula para proteger a una clase de víctimas particularmente desfavorecidas en este tipo de delincuencia, las mujeres y la niñez a las que es preciso diseñar políticas activas de de defensa.
Para su confección se han mantenido entrevistas con los responsables de las instituciones: los Tribunales de Apelación, los Juzgados de Distrito y Local y Secretarios Judiciales, La Fiscalía General de la República, Ministerio de Salud, Instituto de Medicina legal, el instituto Nicaragüense de la Mujer (INIM), la Defensoría Pública, la Policía Nacional, Comisarías de la Mujer y Auxilio Judicial, con UNICEF y ONG´s con actuaciones sobre la niñez y adolescencia, así como la Red de Mujeres contra la Violencia.

Podemos considerar a los protocolos como planes escritos que definen, para un entorno específico, los procedimientos que deben seguirse para identificar y responder apropiadamente a las víctimas de un delito concreto, en este caso, la violencia intrafamiliar contra la mujer y la niñez.

El tratamiento de la violencia contra la mujer, teniendo en cuenta el carácter multidisciplinario de los factores que inciden sobre la misma, requiere una actuación coordinada de los distintos operadores con competencia en la materia, al objeto de abordar esta problemática de una forma integral y con criterios profesionales homogéneos que permitan la adopción de medidas rápidas y eficaces.

B.
FINALIDAD PERSEGUIDA
Con la puesta en marcha de este protocolo se persigue como objetivos:

1. Unificar los criterios de actuación respectiva de los agentes actuantes frente a la violencia de género,
2. Garantizar la coordinación permanente entre los operadores intervinientes,

3. Tener un conocimiento preciso de la dimensión de la violencia de género,

4. Contribuir a sensibilizar a los distintos intervinientes y  a la opción pública sobre el alcance y magnitud de hecho al tiempo que adecuar la conducta procesal ante una víctima de malos tratos,

5. Se prevé que las instituciones afectadas puedan derivar a las víctimas de los delitos a las organizaciones directamente encargadas de su acompañamiento y atención a fin de propiciar el tratamiento necesario y adecuado a su situación.

C. 
RANGO DEL PROTOCOLO

En el presente Protocolo de actuación intervienen distintas instituciones participantes en el sistema penal. En distintos niveles de actuación desarrollan su actividad la Policía, en la que incluimos las Comisarías de la Mujer, el Ministerio Público, el Instituto de Medicina Legal, el personal médico forense y judicial. De estos estamentos sólo el Poder Judicial presenta características especiales.

El Ministerio Público, la Policía, el Instituto de Medicina Legal y el personal forense son estructuras basadas en la dependencia jerárquica respectiva de una jefatura suprema, por lo que esa estructura permite adoptar una única decisión que se transforma en orden a los funcionarios dependientes. La independencia del poder Judicial, de cada Juez/a y Magistrado/a, aconseja un mayor detenimiento respeto a la vinculación con el Protocolo.
El Estado de Derecho encuentra una de sus bases fundamentales en la independencia judicial. Es un atributo de los Jueces que es preciso defender y respetar. El alcance de esa dependencia se contrae a la función jurisdiccional, es decir, en el momento de la resolución del conflicto que tiene encomendado el Juez ha de ser independiente, libre de presiones de ningún tipo. Pero esa condición de independiente no alcanza a las funciones administrativas que realiza, es decir, a lo concerniente a la “administración de la administración de justicia”,. Con esta reduplicación del término administración se alude a los actos de carácter administrativo que realiza el Juez y que no afectan a la función jurisdiccional, porque, se reitera, lo jurisdiccional es resolver conflictos y nada hay de jurisdiccional en el hecho de que se le indique cómo debe comportarse ante determinados tipos penales, como en el maltrato intrafamiliar, con especiales prevenciones para asegurar que en su función no se victimiza.
La Corte Suprema de Justicia en su doble condición de órgano supremo de la jurisdicción y órgano máximo de gobierno del Poder judicial puede, y debe, acometer la política de respaldar un Protocolo de Actuación cuya finalidad esencial es la de promover la mayor eficacia en el funcionamiento del sistema penal y procurar la confianza de las víctimas en el sistema  que rige. Las atribuciones que la Constitución de la República y la Ley del Poder Judicial otorgan a la Corte Suprema de Justicia, para organizar y dirigir la administración de justicia la configuran como el máximo órgano jurisdiccional y de gobierno del Poder Judicial con las máximas competencias.

Tras está introducción el engarce normativo para la adopción de un Acuerdo que apruebe el Protocolo.

El art. 415 del CCP crea la Comisión Nacional de Coordinación Interinstitucional del Sistema de Justicia de la República con las atribuciones señaladas en el art. 416 del mismo Código. En su función coordinadora tiene atribuciones para la realización de recomendaciones en materia de política criminal y todas aquellas que contribuyan a la efectiva realización de la justicia penal. El engarce del Protocolo con las atribuciones de la Comisión es claro. Con el Acuerdo sobre el Protocolo se pretende alcanzar una mayor eficacia del sistema penal en la investigación y enjuiciamiento de los hechos, con la oportunidad de brindar un marco informativo preciso desde el que iniciar la esencial función de acompañamiento, fortalecimiento y, en su caso, tratamiento, que requiere la víctima.
D. GUIA DEL PROTOCOLO
De manera sintética pueden establecerse los siguientes pasos que contempla el Protocolo

1. La víctima acude a la policía, o Comisaría de la Mujer, donde va a ser atendida. A estas entidades se les indica el cuidado y atención, a la manera de guía ética de actuación, que debe regir el trato de la víctima, al tiempo que se establece la necesidad  de que informen a la víctima de las entidades en las que puede encontrar apoyo para su asistencia, física, psíquica, médica y jurídica, en la medida que sea necesaria. Esta información será transmitida al acompañante familiar del menor agredido. Cuando la agredida/o acude directamente a una unidad de salud, el médico o, en su caso, el director del centro remitirá el informe homologado a la Policía Nacional y al Ministerio de Público.

2. La policía conducirá a la víctima al personal médico forense, en el sentido preciso del término, donde será atendida. Los y las médicos forenses, ya pertenezcan al instituto de Medicina Legal y al Sistema Nacional Forense, como personal médico acreditado por la Corte Suprema de Justicia, van a disponer, igualmente de una ética de comportamiento, y de un Manual de actuación homogeneizado para los informes judiciales que deban emitir. Se ha tratado, especialmente, de evitar reduplicación de los informes, una queja constante de las mujeres agredidas, indicando que el personal médico que los realizan pertenecen al Sistema Nacional Médico Forense, sin que quepa tachar de parciales sus informes por la mera condición de mujer del médico informante, o por su lugar de trabajo. Se trata de una prueba pericial, elaborada por un perito cuya discusión en el proceso penal vendrá dada por la realización de otra nueva prueba pericial que discuta la ya existente en el proceso, pero no por la condición de mujer de la perito informante. No ha de olvidarse que al repetición de pruebas periciales, sin causa que lo justifique, revictimiza a quien debe someterse a su realización
3. El Ministerio Público interviene, a continuación, para la formulación del escrito de acusación. La especial sensibilización hacia la víctima, de ese y otros delitos, debe ser una nota característica del Ministerio Público que debe concretarse en este tipo de delitos potenciando la creación de una Unidad Especial que unifique la política criminal en esta delicada materia. Junto a una guía ética de atención, se postula la unificación de los formularios.

4. Con relación a los Jueces, el Protocolo declara una guía ética de actuación y la sugerencia de la realización urgente de la programación de las audiencias que afecten a la violencia intrafamiliar y sexual, con especialización concreta que se desarrollan en su articulado. En todo caso, se recuerda la victimización que se produce cuando se suspenden las audiencias. Así como desarrolla unos criterios de interpretación sobre aspectos de especial incidencia para estos delitos.
5. Con carácter general y para todas las instituciones se acuerda la consideración de actuación urgente de las diligencias a realizar e materia de violencia intrafamiliar y sexual contra la mujer.

6. El Protocolo desarrolla algunos criterios interpretativos de la norma procesal penal en aquellos aspectos más directamente relacionados con este tipo de delitos. Particularmente, se analizaran la detención a realizar por la policía; el régimen general sobre valoración de prueba; y las impugnaciones a la prueba pericial.

7. Por último, contempla la posibilidad de acometer reformas legales que consideren al maltrato familiar desde la perspectiva de protección de derechos humanos.

La eficacia del sistema penal en este tipo de delitos aparece seriamente comprometida por dos aspectos: La alta cifra negra de criminalidad, la que nos e denuncia, y el alto número de sentencias absolutorias y de archivos de las causas, propiciadas  sobre todo por los abandonos de las víctimas en el ejercicio de la acción penal y de su testimonio, debido en parte a la falta de una respuesta inmediata al hecho de la agresión. Por ello, en este delito más que en ningún otro, es absolutamente necesario  se adopten de forma cautelar las medidas de protección previstas en los artículos 110 y 167 del Código Procesal Penal, que de forma inmediata permitan una salida jurisdiccional al hecho delictivo.
La bondad de la existencia de la Comisión, novedad del Código de ignorada existencia en el derecho comprado, viene corroborada no sólo por el contenido de sus atribuciones, siempre respetuosas con el principio de legalidad, sino también por la alta consideración de las personas que lo integran, representantes de las instituciones con mayor relevancia en el sistema penal, lo que propicia que los Acuerdos que en su seno se adopten tengan el carácter de Acuerdos consensuados entre los distintos integrantes de la Comisión y, paralelamente, órdenes respecto  a los funcionarios jerárquicamente dependientes que integran la institución que representan.
E.
EL PROTOCOLO Y EL DERECHO A LA IGUALDAD
El derecho a la igualdad, proclamado constitucionalmente en el art. 27, tiene un contenido esencial consistente en una aplicación igualitaria del derecho a los ciudadanos. Se producirá una vulneración al derecho si se promoviera una aplicación diferente del derecho a los ciudadanos, bien por razones de sexo, de raza, de condición, de religión o de cualquier otra circunstancia. Se trata, en definitiva de no tratar desigualmente a los iguales. Qué duda cabe que para el derecho hombres y mujeres son iguales, aunque, la igualdad real social no responda a esa igualdad formal.

La función del Protocolo no es el de otorgar ningún derecho a la víctima de un delito violento en el seno de un grupo familiar, ni, por lo tanto, a una parte del proceso. Los derechos de la víctima son derechos que le pertenecen por su condición de persona y los derechos del acusado, que también gozan de esa situación, no se ven resentidos por la existencia del Protocolo.

La articulación del Protocolo no hace otra cosa que recoger de la legislación vigente los derechos regulados y postular una mejor utilización de los mismos para superar una fase de mera proclamación formal, dándoles contenido real y procurar, mediante esa reunión de los derechos una sensibilización hacia la delicada posición de la víctima de éstos delitos que, en gran medida, son víctimas, en primer lugar de su agresor, pero también de una estructura social injusta.

No se trata de nuevos derechos sino de establecer un catálogo de derechos de las víctimas ante los distintos órganos que intervienen para actuar en su defensa de manera más racional y óptima, conscientes de la situación de inferioridad de las mujeres y la niñez frente a agresores pertenecientes al núcleo familiar.
VI.- LA FASE INVESTIGADORA, LA POLICIA NACIONAL
VI.- LA FASE INVESTIGADORA. LA POLICIA NACIONAL
A.
LA NECESIDAD DE PROTOCOLIZAR LA ACTUACION POLICIAL
“…La Policía Nacional por iniciativa propia, por denuncia, o por orden del fiscal, deberá proceder a investigar cualquier hecho que pudiera constituir delito o falta, a impedir que los hechos cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores, a individualizar y aprehender a los autores y participes y a reunir elementos de investigación útiles de demás elementos de información necesarios para dar base al ejercicio de la acción por el Ministerio Público…

En los delitos de acción pública dependiente de la instancia particular, procederá a la investigación cuando se trate de delito flagrante o exista denuncia de la persona facultada para instar a la acción, en estos casos deberá actuar de oficio para interrumpir la comisión del delito, prestar auxilio a la víctima, realizar actos urgentes de investigación o aprehender en su caso” (Art. 113 CPP)
El Protocolo se remite expresamente a la normativa interna policial que ha sido examinada y es generalmente coincidente con lo expuesto en el presente documento.

La importancia de la actuación policial en la erradicación de la violencia intrafamiliar y las agresiones sexuales a mujeres y niños es capital. Es la policía la institución a la que acude la víctima y caso de hacerlo a otras instituciones, Fiscalía, Servicios d salud o Centros de mujeres, es a la institución policial a la que se remite la documentación para la iniciación de las actuaciones.
Es pertinente destacar la importancia de las Comisarías de la Mujer como recurso específico para la atención a este tipo de delitos, y la alta calificación de su personal. Sin embargo, el Protocolo se refiere a la actuación policial en su conjunto sin especificar si se trata de delegaciones policiales o de Comisarías de la Mujer.

La Constitución de la República y el ordenamiento jurídico consagran como principio rectores la libertad y la igualdad, reconociendo a los ciudadanos una serie de derechos fundamentales y libertades públicas, junto a las garantías necesarias para la protección del ejercicio de las mismas.

Con frecuencia, comportamientos violentos inciden sobre determinados sectores de la sociedad, particularmente, mujeres y niños, que llegan a dañar lamisca esencia de los derechos humanos, limitando de esta forma los principios d libertad e igualdad y atentando contra el propio sistema democrático.

La atención policial en estas situaciones de emergencia consiste fundamentalmente en ofrecer un trato especialmente respetuoso y preferente a la víctima, así como información, asesoramiento de urgencia y las medidas policiales que fueran necesarias en cada caso.

El primer aspecto a considerar es que nos encontramos ante una situación potencialmente grave, que nunca se debe minimizar y que requiere siempre una respuesta policial rápida, especialmente si la llamada se refiere a personas o domicilios relacionados con anteriores casos de maltrato.

B.
LA DENUNCIA, EN GENERAL
Como norma general, y dado que la descripción de las agresiones en las denuncias son muy escuetas y no reflejan todas las circunstancias existentes, éstas deben recoger de forma completa y detallada el relato pormenorizado del hecho, incluyendo:
a. Antecedentes inmediatos a la agresión,

b. Dinámica /  Modo de realización,

c. Circunstancia concurrente, como la relación que une al agresor y la víctima, composición familiar,

d. Existencia de otras agresiones anteriores, indicando si se han denunciado o no, y en el caso negativo, descripción pormenorizada de las mismas a los efectos de destacar el elemento de la habitualidad, tan frecuente en este tipo delictivo,

e. Si existen testigos presenciales o de referencia de estas agresiones.

Por otro lado, se informará a la víctima de los derechos básicos que la asisten, así como del procedimiento y recursos existentes para las mujeres víctimas de la violencia de género.
C.
GUIA ETICA PARA EL PERSONAL POLICIAL
La actuación policial no ha de centrarse únicamente en la labor de investigación y protección de la víctima objeto de los comportamientos violentos y agresivos a su libertad, sino que ha de dirigirse, en primer lugar, a la práctica de aquellas actuaciones detección y prevención que impidan que tales conductas violentas lleguen a producirse.
Por ello se hace preciso una especial atención policial para prevenir situaciones de maltrato intrafamiliar y sexual a mujeres y niños.


1.- Presentación de la denuncia

1.-  Ante la presentación de una denuncia se darán todo tipo de facilidades. Tendrá una tramitación preferente y se admitirá la misma aunque el hecho perteneciera a otra demarcación, en cuyo caso se le dará el traslado oportuno, con comunicación a la denunciante.

2.-  Se dispensará a la mujer denunciante, ya sea ofendida o pariente del menor agredido, un trato especialmente respetuoso dándole un tratamiento preferencial.

3.- En caso de emergencia médica el ofendido/a por el delito será inmediatamente trasladado al Servicio de Salud más cercano para procurar la atención médica que reclame la situación. Dicha diligencia médica se incluirá en el informe policial.

4.- En aquellas dependencias donde exista personal especializado, será éste quien asista desde el principio al ofendido/a por el delito.

5.- Recogida la denuncia se realizarán, con la mayor brevedad, los posibles actos de investigación que el caso requiera, como inspección ocular, recogida de evidencias, toma de declaraciones, tendentes a la constitución de los medios de prueba para determinar la existencia del delito y la responsabilidad del autor. A estos efectos se recabará de la víctima proporciones cuantos datos sean precisos para la realización de la investigación.

6.- Caso de que existiera anteriores denuncias realizadas por la denunciante se reflejarán en el informe pericial.
7.- Se acompañará a la víctima al Instituto de Medicina Legal o Médico acreditado por la Corte Suprema de Justicia pertenecientes al Servicio Nacional Forense para la constatación de las lesiones que presente.

8.- Se practicarán cuantas diligencias sean precisas para garantizar la dignidad y la integridad física y psíquica de la víctima, especialmente en los traslados al domicilio, reconocimientos del lugar de la agresión y traslados a los centros médicos.

9.- Se evitará al contacto físico entre la víctima y su agresor y, en la medid en que sea posible, se le mantendrá en un ambiente de privacidad impidiendo miradas de terceras personas.

10.- La víctima será informada, con precisión, de la existencia de las instituciones públicas y privadas en las que pueda ser atendida tanto psicológicamente, como social y jurídicamente.

11.- Se participará a la víctima el nombre del funcionario que la ha atendido con el fin de que pueda recabar información sobre la marcha de la denuncia interpuesta.

12.- En ningún caso se procederá a la citación del acusado a través de a víctima o sus familiares.

Nos encontramos ante una situación especial, en la que se entremezclan sentimientos complejos y contradictorios entre el agresor y la víctima. Es necesario, por ello, que los funcionarios policiales conozcan la importancia de favorecer un adecuado acogimiento en el primer contacto que se tiene con las victimas, con una atención basada en la escucha, comprensión y refuerzo de la decisión tomada, comprendiendo la complejidad de a dependencia emocional que presentan las víctimas, que, incluso, pueden limitar su colaboración con los agentes policiales, y que en ocasiones pueden llevarlas a retirar la denuncia.
La Policía Nacional debe tener una “sensibilización especial y una perfecta formación” para no juzgar estas acciones, mostrando siempre la misma atención e interés, aunque la víctima haya retirado más de una vez la denuncia.


2.- Investigación de los hechos.

Durante la investigación de los hechos los funcionarios policiales cuidarán de que queden perfectamente documentadas las evidencias reveladoras de los hechos denunciados. Así concretamente, recogerán las evidencias de la agresión, las ropas de la lesionada o del agredido, si presentará evidencias que pudieran acreditar los hechos y documentarán con sumo cuidado la posible diligencia de inspección ocular del lugar de la agresión o del domicilio en el que ocurrieron los hechos. Igualmente dejarán constancia en la denuncia de todos los datos que pueda aportar la víctima; en concreto:

1.- Si es la primera agresión que recibe,

2.- Si hubiera habido otras, los motivos por los que no denuncio antes los hechos, sin que esta indagación pueda culpabilizarla, pues sólo tiene sentido para contextualizar la agresión objeto de la denuncia.

3.- Si ha habido más agresiones anteriores y si puede reportar hechos y fechas.
4.- Es preciso que si han existido más denuncias se haga constancia, si lo sabe, la situación de las anteriores denuncias; si ha existido, o no, condena previa, etc, a fin de presentar una completa documentación que permita, en su caso, incoar diligencias penales por delito de lesiones psíquicas por la habitualidad en la agresión 

5.- Las medidas de protección personal que podría interesar que fuera acordadas judicialmente, concretamente las medidas a las que se refiere el art. 167 del Código Procesal Penal atendido el riesgo que podría sufrir la víctima si continuara residiendo en el mismo domicilio tras presentar la denuncia. Esta medida debe ser especialmente recogida y valorada atendidas las circunstancias concretas del caso.

6.- Las personas a las que podría extender la prohibición que, en su caso, adoptara el juez de comunicarse con ellas el agresor por el apoyo que hubieran prestado a la víctima y las posibles represalias que pudieran recibir del agresor.

7.- Dejar constancia a si el agresor dispone de armas en su domicilio y, en su caso, requisarlas, en función de la situación de peligrosidad.


3.- Actuación de la policía en el lugar de los hechos.
Si la actuación policial se realiza en el propio domicilio familiar, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones:

1.- Derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio. La entrada policial en la vivienda sólo será legalmente posible en el supuesto  de la existencia de un delito flagrante o contando con el permiso de sus moradores  (basta el permiso de la víctima para acceder al domicilio),

2.- Procurar la mayor separación física posible entre el agresor y la víctima para conseguir una comunicación más fluida con éstas última.

3.- Tratar de infundir calma y seguridad en la víctima, escuchando su relato y reteniendo los datos que se consideren más relevantes.

4.- En su caso, inspección ocular del lugar donde se produjo la agresión, detallando la forma minuciosa los medios de prueba que pudieran evidenciar el desarrollo de los hechos.

5.- Si la agresión se ha producido con algún instrumento, se procederá a su incautación como pieza de convicción.

6.- Localización de testigos directos o indirectos a los que se entrevistará, si es necesario, documentando las manifestaciones y se recogerán las firmas del testigo y del investigador policial. Hay que tener en cuenta las dificultades reales que se presentan en ocasiones para contar con la colaboración de los vecinos, ya que todavía persiste la idea de que se trata de un problema “privado”.

7.- En el supuesto de que la actuación policial haya sido motivada por la llamada de la víctima o de algún vecino, la policía deberá cerciorarse de las condiciones de seguridad de la víctima y le informará de que puede ser llevada a dependencias policiales al objeto de que pueda reflexionar sobre las decisiones a tomar con mayor libertad y seguridad, informándola sobre los recursos y servicios existentes (en muchas ocasiones, no resultará conveniente abordar el tema de la presentación de la denuncia en el lugar de los hechos).

8.- Si la víctima no desea presentar la denuncia, denunciarán los investigadores policiales cuando se trate de un delito o falta públicos, caso de las lesiones por tratarse de un delito o falta de acción público.

9.- Si existen lesiones físicas o psíquicas, se acompañará a la víctima a un centro de salud, donde se le ofrezca la atención necesaria y se emita el correspondiente “Dictamen Médico”, que se adjuntará a la denuncia, si la hubiere.


4.- Actuación en la Unidad o Delegación Policial
Si la intervención policial se inicia por presentación de la víctima en las dependencias policiales, se seguirán idénticos pasos respecto a:

a. Traslado a centro médico, en el caso de lesiones;

b. Asesoramiento e información de recursos y servicios existentes;

c. Acompañamiento a domicilio para recogida de documentación y/o enseres personales;

d. Posibilidad de ser trasladada al centro de mujeres

5.- Entrevista con victima
Independientemente del lugar donde se produzca la intervención policial, se mantendrá una entrevista con la víctima en un espacio que le permita preservar su identidad y privacidad. Durante el desarrollo de esta entrevista se tendrá en cuenta:

1.- Intentar establecer un buen contacto con la víctima; empatía, escucha, posición cercana y respetuosa.
2.- Ayudarla a la acción. Examinar con ella el problema objetivamente, no minimizar ni dramatizar, ayudándole a la toma de decisiones.

3.- La entrevista debe realizarse sin interrupciones.

4.- Explicarles el por qué de cada pregunta antes de formularla.

5.- Ayudarle en la sistematización y puesta en orden de la información facilitada.

6.- Estimulo de la denuncia como acción que se emprende para romper una relación abusiva. Se debe entender el estado emocional de la víctima, y no juzgar su decisión ENCASO de no querer presentar denuncia o en el caso de retirarla posteriormente.

7.- No es conveniente proceder a la toma de declaración inmediatamente, es mejor que primero relate los hechos y se deshogue.

D.
ASPECTOS PROCESALES: LA DETENCION Y LA CITACION DEL ACUSADO.
Se ha detectado algunas disfunciones en el funcionamiento de la Policía Nacional en la investigación de los delitos de violencia intrafamiliar y agresiones sexuales, referidas, principalmente, a las facultades de detención por la Policía Nacional en este tipo de delitos, a la conducción de la víctima al médico forense y a la utilización de la víctima como medio para lograr la citación del denunciado. Estos aspectos merecen un breve comentario.
Resulta claro que la Policía Nacional tiene facultades para la detención de acusados por la comisión de hechos delictivos que pudieran ser calificados de delitos de violencia intrafamiliar y agresiones sexuales. En efecto, el art. 231 del Código Procesal Penal prevé la posibilidad de detención, sin necesidad de mandato judicial, en los supuestos de flagrante delito, “cuando el autor del hecho punible sea sorprendido en el momento de cometerlo…”. También con mandato judicial de detención. Y también bajo la responsabilidad del jefe de las delegaciones de la Policía Nacional “contra quien haya probabilidad fundada de la comisión de un delito sancionado condena privativa de libertad, dentro de las doce horas de tener conocimiento del hecho”.

Se trata de una facultad del/a jefe/a de policía cuando tenga indicios fundados de la comisión de un hecho delictivo. La atribución de la facultad de detener se corresponde con e deber del funcionario policial de atender y vigilar la seguridad de los ciudadanos ante agresiones causantes de lesiones psíquicas o físicas o agresiones sexuales. En este caso, el indicio resulta de la propia denuncia y de la constatación de las lesiones apreciables a simple vista, sin perjuicio de su constatación objetiva por la pericial médica que al efecto se realice.
En los supuestos de delitos de violencia intrafamiliar y agresiones sexuales, para los que se prevé pena privativa de libertad, no hay duda alguna de la posibilidad de detener por parte de la Policía Nacional, si bien se hace preciso una efectiva sensibilización de los/as funcionarios/as policiales para advertir la gravedad de los hechos, y en los que la interposición de la denuncia pueda, a su vez, suponer una mayor agravación cuando de ella recibe noticia el agresor.

Tampoco se considera admisible que la víctima de estos delitos, lesiones y agresiones sexuales, se vean tan desprotegidos en su situación procesal y vayan solos al reconocimiento médico, prueba fundamental en estos delitos. Por otra parte, el que la víctima vaya sola a ese reconocimiento y que sea ella la que recoja y tenga que llevar el informe médico a la sede de la Policía supone una quiebra absoluta de los deberes policiales referidos tanto al deber de protección a las víctimas (art.109 CPP), como a la necesaria custodia de la prueba (art. 195 CPP).

Las diligencias con consideración de prueba deben ser practicadas y custodiadas por los órganos públicos pertenecientes a sistema penal, sin que puedan dejarse a la custodia de una parte, aunque sea la ofendida. Por otra parte, una adecuada sensibilización con el dolor de la víctima, por violencia intrafamiliar o sexual, obliga a disponer un acompañamiento dispensado por la policía, a través de los funcionarios de la misma.

Igualmente, es contrario a la ley de la Policía, de Auxilio Judicial y al Código Penal Procesal la utilización de la víctima APRA realizar las citaciones derivadas de la interposición de la denuncia. Las normas son claras y esta actuación no es sino una costumbre anómala que debe ser erradicada de la actuación policial.
La utilización de la víctima como citadora supone la creación de un efecto perverso y criminógeno, pues la víctima es, al mismo tiempo, la protectora de una noticia que alimenta la venganza del agresor y cuyas consecuencias pueden ser, como de hecho lo son, trágicas.
VII.- EL SISTEMA NACIONAL FORENSE

EL INSTITUTO DE MEDICINA ELGAL Y EL PERSONAL MEDICO 

FORENSE ACREDITADO POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

VII.- EL SISTEMA NACIONAL FORENSE. EL INSTITUTO  DE MEDICNA LEGALY EL PERSONAL MEDICO FORENSE ACREDITADO POR LA CORTE SUPEREMA DE JUSTICIA

A. INTODUCUCCION 

“Cuando una mujer agredida va al hospital o busca ayuda médica, con frecuencia es porque la gravedad de sus heridas requiere atención especializada, o porque siente que ya no tiene otra alternativa de atención.

Posiblemente este es el único lugar donde ella podrá contar lo que le está pasando y hablar del origen de sus heridas. Es probable que esta mujer no tenga la oportunidad de hablar en ningún otro sitio”

“Orientación básica para el personal de salud”
                                                                                              Red de mujeres contra la Violencia

El protocolo de actuación se apoya en tres premisas básicas
Necesidad de unificación de los informes médicos

Ordenación de la calificación de los peritos que intervienen.

La falta de preparación profesional de los médicos que pertenecen al Instituto de Medicina Legal, que ha permitido la unificación de los informes médicos. Muchas de las recomendaciones del Protocolo  aparecen innecesarias, pero su constancia escrita contribuye a reforzar la sensibilidad hacia estas víctimas.

En el documento se ha promovido la unificación de los informes médicos según el modelo elaborado por el Instituto de Medicina Legal, aprobado por la Corte Suprema de Justicia. Las ventajas  de la unificación resultan de la homologación del contenido de la pericia, posibilitando que las cuestiones que son objeto de la misma respondan a una estructura sistemática.

B.  EL SISTEMA NACIONAL FORENSE
Son numerosas las quejas sobre la reduplicación de informes médicos a realizar a las víctimas de estos delitos, la razón que justica esta reproducción parece deducirse de la apariencia de parcialidad de su realización por el personal médico que perteneciente del Sistema Nacional Forense, elabora sus informes en Comisarias de la mujer y otras instituciones de ayuda a la mujer. Esa reduplicación de informes no se produce cuando los mismos son realizados en el Instituto de Medicina Legal, al que se envían a las víctimas para que, nuevamente realice el informe

Esto produce unas graves disfunciones. En primer lugar porque se obliga a la victima a un segundo reconocimiento que  lógicamente revictimiza. En segundo lugar por que el nuevo medico/a que debe realizar el segundo informe no tiene los datos precisos para  su elaboración, en la medida en que  el tiempo  transcurrido destruye parte de las evidencias medicas a las que se refiere la pericia.  Adema s porque la duplicidad del informe no está apoyado en la calidad del informe sino en la aparente falta de calificación de su autor, extremo que no debería plantear dudas pues se trata de personal médico que ha sido acreditado por la Corte Suprema de Justicia para su realización.

Por ello se dispone que las pruebas periciales realizadas por el personal médico acreditado por la Corte y perteneciente al Sistema Nacional Forense, utilizando los formularios homogenizados por el Instituto de Medicina Legal y haciendo constar su condición de pertenencia al Sistema Nacional Forense, no tengan que ser nuevamente realizadas cuando lo que se discute es la calificación del perito, pues la misma le  viene dada por la acreditación de la Corte Suprema de Justica. Si una de las partes del proceso, en el ejercicio legitimo de su derecho de defensa, interesa una nueva pericia lo procedente es que actué conforme  ordenan las normas previstas en el Código Procesal, valorando su necesidad y pertinencia con el objeto de la causa.

Los profesionales de la salud tienen una especial responsabilidad, ética profesional e institucional, en la lucha contra la erradicación de la violencia.

Estas recomendaciones, en esa línea pretenden fijar pautas de comportamiento de los profesionales de la salud ante la sospecha de malos tratos en la consulta o en la asistencia de los Centros de Salud. Con ellas se intenta dar respuesta general a las principales preguntas que pueden llegar a formularse el profesional sanitario. Se recuerda en este sentido a los profesionales de la salud en el arto. 371 del reglamento de la Ley General de la Salud, aprobado por Decreto 1/2003. Este precepto   regula la remisión de los informes médicos a las autoridades judiciales o a los funcionarios de los organismos competente. Expresamente señala “Para los casos de violencia intrafamiliar se deben implementar las normas y procedimientos establecidos para tales fines.

C.  SINTOMAS DE MALOS TRATOS
1.- Psíquicos:

· Depresión
· Confusión
· Ansiedad
· Comportamiento disociativo
· Anorexia/bulimia
· Somatizaciones
· Síndrome de estrés postraumático
· Intentos de suicidio
2.-  Físicos:

· Patologías mal definidas (dolor de cabeza, torácico, espalda, abdominal, pélvico, insomnio, palpitaciones, ahogo)
· Lesiones agudas en múltiples puntos (traumatismo en la cabeza, cuello extremidades, pecho, abdomen… En forma de  magulladuras, erosiones, hematomas, cortes o fracturas).
· Discapacidades permanentes: las propias de una agresión sexual.

3.- Actitud de la Victima:

· Temor, mirada huidiza, sensación de vergüenza, sentimientos de culpa, explicaciones vagas, contradictorias, confusas.

4.- Actitud de la pareja:
· Excesivamente preocupado y solicito.
· Excesivamente despreocupado, despectivo, y/o irónico (es habitual que el culpable acompañe a la  victima a la consulta para controlarle. Hay que invitarle a salir de la consulta.

D.  GUIA ETICA PARA EL PERSONAL MEDICO.
Debe  siempre presente la posibilidad de malos tratos, escuchar activamente y aceptar el relato del/a paciente, insistiendo en que la violencia nunca es justificable y que nadie merece recibir malos tratos, físicos, emocionales o sexuales y que en modo alguno estos conflictos afectan exclusivamente al ámbito de lo privado. Cuando  alguien acude a la consulta está demandando  ayuda, la obligación del facultativo es dársela.

Las preguntas sencillas y directas sobre malos tratos demuestran ser las más eficaces. Desde el mismo ambiente neutro de escucha activa, confidencialidad y evitando emitir juicios, indagar la posibilidad de malos tratos a otros miembros de la familia; en caso de sospecha los citaremos y comprobaremos dicha posibilidad.

Al realizar el dictamen médico hay que ser extremadamente  cuidadosos detallando todas las marcas actuales y anteriores. Mencionando explícitamente el estado psico-emocional de la víctima. Recomendando si fuere necesario, en el mismo informe que se derive al psicólogo  médico psiquiatra. Una  vez rellanado el informe incorporado a este Protocolo, se le  leerá en voz alta, repasando las lesiones a fin de que descripción sea lo más exacta posible y puedan determinarse futuras secuelas. Hay que hacer referencia a las afirmaciones del/a paciente. Forzoso es acordar que el maltrato es imprescindible probarlo. Judicialmente  solo se puede reconocer las lesiones mencionadas en el informe médico objeto de la denuncia.

Es importante tener en cuenta como criterio de actuación:

1. Escuchar y creer la experiencia de malos tratos que relata el/la paciente.
2. Asegurarle que no está sola/o y que no es culpa suya.
3. Defender su derecho a vivir sin el temor a la violencia.
4. Aplazar la prescripción excesiva de medicaciones  sedantes.
5. Animarle a buscar servicios de apoyo a la comunidad.
6. Responder a sus necesidades de realizar un plan de seguridad
7. Apoyar y asistirle en sus decisiones.

Recomiendan los expertos, en caso de ser posible, adjuntar fotografías de las lesiones, previo consentimiento, si es posible por escrito, de la presunta víctima.

El trabajo relacionado con personas maltratadas es duro e ingrato para los profesionales  por la complejidad de los distintos casos y la dificultada en proporcionar una atención continuada, tanto a los/as pacientes como a sus parejas, por lo que es conveniente realizar sesiones clínicas.

En los puestos de intervenciones medicas ante una agresión sexual y cuando las agresiones tienen como destinatarios los menores, la guía ética de actuación es, en termino generales, la acabada  de exponer si bien tendrá que tenerse en cuenta las especificaciones medicas propias de la agresión y que figuran en  el manual de actuación elaborado por el Instituto de Medicina Legal, al que se remite el presente  Protocolo.

Cuando las víctimas sean niñas/os o adolescentes, se reiteran las prevenciones de carácter ético expuestas, con la especial sensibilización y en su caso, presencia de personas acompañantes.

E. DOCUMENTOS UNIFCADOS
Se adjuntan como anexo el presente Protocolo los informes médicos que elaborados por el Instituto de Medicina Legal, han sido aprobados por la Corte Suprema de Justicia y servirán como documentos en los que  médicos informantes desarrollaran el contenido de su informe sobre los malos tratos  y las agresiones sexuales

VIII.- LA FASE ACUSADORA: EL MINISTERIO PÚBLICO
VII.- LA FASE ACUSADORA: EL MINISTERIO PÚBLICO

La creación del Ministerio Publico, por la Ley 346, del 2 de mayo del 2000, constituye un hito de singular importancia en el sistema judicial para la represión de hechos delictivos. Su ordenación conforme a los principios clásicos de organización de los ministerios Públicos  de los ordenamientos jurídicos del mundo, de unidad y dependencia jerárquica, junto a la independencia de su actuación respecto al poder político, justifica la bienvenida con la que fue recibido por las víctimas de los hechos delictivos y en general por la sociedad.

La posibilidad y la intención de actuar a través de unidades especializadas, art. 2 permite una atención particularizada a las víctimas de delitos de violencia intrafamiliar. En esta área destaca la posibilidad de actuar la acción civil a favor de la víctima en caso de insolvencia de esta. 

La exigencia de una calificada mayoría de la Asamblea Nacional y la exclusiva obediencia a la Constitución  y al ordenamiento jurídico le confiere  un estatuto de independencia necesario para el ejercicio de su acción postulante ante los juzgados y tribunales del orden penal de la jurisdicción.

Junto a ello, las especiales relaciones con la Policía Nacional, contempladas en el Capítulo VI de la Ley que crea el Ministerio Publico, le confiere una posición de extraordinaria relevancia en la investigación y enjuiciamiento de los hechos delictivos. Conviene destacar otra función del Ministerio Publico recogida en  el art. 248 del Código  Procesal, la función de “dar a la Policía Nacional directrices jurídicas orientadoras de los actos de investigación encaminados a dar sustento al ejercicio de la acción penal”, lo que convierte al Fiscal en el Director Jurídico de la actuación investigadora de la Policía.

Particular importancia en el tema que nos ocupa es la asunción de la representación de los menores de 16 años víctimas de delitos de agresiones sexuales.

B. EL SISTEMA ACUSATORIO.
Colofón  de su estatuto  orgánico es el Código Procesal Penal que al instaurar un proceso penal regido por el  sistema acusatorio convierte al Ministerio Publico en un órgano clave del sistema penal.  Actúa en el proceso representado a la sociedad en general, con especial atención al interés de la víctima, a la que también representa, en unión de la acusación particular, recibiendo las investigaciones de la Policía a la que puede ordenar la práctica de especificas investigaciones para finalmente ejercitar la acción penal tras recibir el informe de la Policía Nacional, salvo que proceda el archivo o se ejercite el principio de oportunidad en los supuestos previstos en los arts. 55 y siguientes del código Procesal Penal.

La formulación del proceso bajo el sistema acusatorio parte de la diferenciación de los órganos de acusación  de los de enjuiciamientos, de la premisa de que quien instruye no debe juzgar y de establecer una vinculación  entre el escrito de acusación y la sentencia penal. Estas tres  características básicas del sistema acusatorio se complementas durante la instrucción de las causas penales, con la configuración del Juez  como órgano jurisdiccional de garantía de los derechos de las partes en el proceso manteniendo su incapacidad en las decisiones que debe adoptar frente a peticiones de las acusaciones  y en su caso de la defensa en un proceso regido por el principio de contradicción.

La función postulante de la acción penal que ostenta el Ministerio Publico aparece enmarcada con la observancia del principio de legalidad, lo que otorga a esta institución la condición de “parte imparcial” que aunque encierra un contrasentido supone la expresión más clara de su  trascendental función.

Esa posición de objetividad en el ejercicio de la acción, obviamente no está reñida con su obligación de defender a las víctimas de los delitos, pues su defensa es al mismo tiempo la defensa del interés de la sociedad que  actúa en el proceso penal.

Los funcionarios del Ministerio Publico tienen que estar especialmente sensibilizados con la problemática del maltrato familiar y la violencia sexual posibilitando a través del ejercicio de la acción penal, la realización de la justicia.

C. EL ISNTITUTO  DE LA MEDIACION.

Particular interés tiene en este Protocolo de actuación que el art. 56.4 del Código Procesal Penal otorga al Ministerio  Publico  en el instituto procesal de Mediación. En efecto el mencionado artículo regula que la Mediación alcanzada por el imputado y la victima debe ser sometida a la aprobación del Ministerio Publico “quien deberá pronunciarse sobre su procedencia y validez” en cuyo caso deberá presentarlo al juez para su inscripción y ejecución. La previsión legislativa es congruente con la defensa del interés de la víctima en el proceso penal y la observancia del principio de legalidad. El ministerio Público deberá observar con exquisita cautela que en el acuerdo que se alcance  no se produzcan la situación de dominio que caracteriza al maltrato familiar.

El instituto procesal de la mediación, caracte3ristico de un derecho penal de corte conciliador que informa las nuevas tendencias criminológicas, permite rescatar el protagonismo de la víctima, al tiempo que permite agilizar el enjuiciamiento de los delitos posibilitando una salida razonable y justa al hecho delictivo. Ahora bien esa Mediación tiene que ser tratada con exquisita cautela evitando que la posición de predominio del agresor le permita alcanzar un acuerdo con la víctima en detrimento de los derechos del perjudicado en el delito y garantizando que el acuerdo de la victima sea efectivamente libre.

D. MEDIDAS CAUTELARES

La  adopción del sistema acusatorio supone que debe ser el Ministerio Publico  o en su cao la acusación particular, quien debe solicitar las medidas de protección a las víctimas que el Código Procesal Penal establece en el art. 167, alguna de ellas de vital importancia en el enjuiciamiento de los delitos de violencia intrafamiliar y  agresión sexual.

La lectura conjunta de los arts. 110,195,201, de una parte y 167 de otra, todos del Código Procesal Penal, pone en manifiesto la importancia que para el Legislador tiene la protección de la víctima, particularmente en este tipo de delitos, que el operador de la Justicia sensibilizado con este tema deber aplicar en su plenitud. Debe ser consciente, particularmente el postulador de la acción penal que la situación de desamparo de las víctimas, moral, emocional y económico deber ser inmediatamente remedida con la adopción de las  medidas de protección previstas en el norma procesal. Su adopción judicial previa instancia de la acusación, permitirá no solo la solución concreta a una situación denunciada, sino también contribuirá a la creación de una cultura contraria a la agresión, pues su petición generalizada, tras un estudio de cada caso concreto,  aumentara el temor a la realización de actos de agresión temerosos de que su realización  pueda suponer una reacción inmediata y fulminante a través de las medidas de protección de la víctima.

E.  JUICIO  ORAL
Durante el juicio oral, momento central del enjuiciamiento en el sistema acusatorio, el Ministerio Publico deberá evitar que en su realización se produzcan situaciones de revictimizacion y concretamente deberá evitar que en el juicio oral se formulen preguntas que atenten a la dignidad de la persona, tanto de los acusados como de las víctimas, así como aquellas preguntas innecesaria, como las referidas al comportamiento sexual de la víctima. El art. 307 del código procesal penal es claro en su contenido protector y es el fiscal, además de  otros operadores jurídicos, a quien corresponde especialmente su observancia.

De la misma manera dispondrá lo necesario para que en las audiencias del proceso, la victima que no tiene obligación de comparecer realice su comparecencia en condiciones que puedan impedir confrontaciones con el agresor. Para evitar  retardos y revictimizacion se opondrá a la suspensión de las audiencias por motivos injustificados e interesara la urgente celebración de las audiencias.

Particular importancia ha de tener la reiteración de los actos de agresión. El Ministerio Publico, recogiendo el informe de la Policía Nacional deberá comprobar la realidad de anteriores denuncias para, en estos casos solicita las medidas cautelares  precisas para impedir nuevas agresiones y tenerlo en cuenta para la solicitud de pena.

Como se señaló en el apartado destinado al Sistema Nacional Forense, se recuerda que este está integrado tanto por personal médico del Instituto de Medicina Legal como por el personal acreditado por la Corte Suprema de Justicia, que desarrollara sus funciones profesionales en Comisarias de la Mujer u otros centros.

Sus informes, serán utilizados como elementos de pruebas y su valoración se realizara exclusivamente en función de su contenido sin que quepa alegar invalidez en razón de la persona que emitió el dictamen conforme se especifica en el capítulo de la actuación jurisdiccional.

F. GUIA ETICA PARA EL PERSONAL DEL MINISTERIO PÚBLICO.
Durante la sustanciación  del proceso y en el juicio oral, el Ministerio Publico deberá velar por los derechos  fundamentales de la víctima, defendiendo sus derechos y postulando que en el curso del enjuiciamiento no se produzcan situación  de revictimizacion, lo que implica:

1. El control sobre la actuación policial para que respete y observe los derechos de la víctima.
2. Evitar la repetición de pruebas que sean innecesarias en la etapa de investigación y en la del juicio oral.
3. Oponerse a la práctica de interrogatorios a la victima que sean impertinentes, por no guardar relación con el objeto del proceso, o sugestiva por sugerir respuesta o innecesarias para el enjuiciamiento.
4. Propiciar la adopción de medidas cautelares de protección del testigo y de las víctimas, tanto en la etapa de investigación del proceso penal como en el enjuiciamiento de los hechos.
5. Asistir a la víctima en las demandas que le realice, manteniendo su posición de imparcialidad que rige su actividad procesal.
6. Mantener informada a la victima sobre la marcha del proceso.
7. Interesar a favor de las medidas de protección referidas en el art. 110 del Código Procesal Penal en relación con las previstas en el art. 102 del Código Procesal Penal, y las previstas en el art. 167 del Código Procesal Penal.
8. Actuar las acciones civiles y las medidas cautelares reales en interés de la victima dirigidas a solventar la problemática  familiar en los casos previstos en la ley.
9. Vigilara desde su posición en el proceso por el cumplimiento de las disposiciones del presente Protocolo.

Sería  deseable que en el seno del Ministerio Publico se creara una Oficina de Información a la victima que tuviera como objeto la canalización de una información de doble  dirección. Del Ministerio Publico hacia la víctima, informándola de los procesos en tramitación y desde la víctima  al Ministerio comunicando datos nuevos o nuevas denuncias que presentar a la Policía para su investigación, formando un espacio de comunicación especialmente necesario en delitos con una alta cifra de criminalidad sumergida.

Por último una adecuada solución de la problemática de la violencia familiar exige su continuación en un proceso civil iniciando el ejercicio de la demanda que da lugar a la solución  definitiva de la pareja enfrentada, articulando las demandas procedentes en el orden civil de la jurisdicción. Esta función es esencial para culminar la protección de la víctima.

IX.- LA ACTUACION  JURISDICCIONAL.

IX.- LA ACTUACION JURISDICCIONAL
A. INTRODUCCION. 

La Constitución de la República contempla, en su art, 159, la función jurisdiccional con la clásica definición de sus competencias de “juzgar y hacer ejecutar lo Juzgado”. Para  su ejercicio la dota de las necesarias características de independencia, inamovilidad y sujeción única a la Ley. Sin bien no se ha aprobado la conformación de una Carrera Jurídica, que asegure un estatuto de independencia, las previsiones normativas en la materia auguran su pronta promulgación.

El diseño  del Poder Juridicial en la Constitución de la República (arts. 158 a 167= tiene uno eje central la Corte Suprema de Justicia, con los más altos contenidos jurisdiccionales  y  de gobierno del Poder Judicial. La Ley  Orgánica del Poder Judicial, prevé  el ejercicio de la función jurisdiccional a través de los Juzgados Locales de lo Penal y de los Juzgados de Distrito de lo Penal con una competencia distinta en función de la gravedad de los delitos, y regula a intervención del pueblo en la administración de Justicia a través del Jurado.

Concurren, en la actualidad, dos procedimientos procesales. El derivado del anterior Código de Instrucción  Criminal (In) y el instaurado por el nuevo Código Procesal Penal (CPP). Para facilitar la concurrencia normativa la Corte Suprema ha  establecido la división de los Juzgados entre aquellos que tramitaran sus procedimientos por el proceso y los que lo harán por el nuevo, medida que asegurara la efectiva vigencia del nuevo Código, cuando el tiempo permita la conclusión de las causas  tramitadas bajo la vigencia del anterior. Esta buena medida permitirá la aplicación de la nueva normativa procesal sin las ataduras, siquiera forenses, del anterior. Del anterior.

B. EL JUEZ DE GARANTÍAS.

Los cambios normativos producidos por la promulgación del nuevo código procesal pueden haber creado una cierta zona de inseguridad en la aplicación que se van resolviendo mediante la creación de comisiones de análisis de la problemática creada , conformando una situación que aunque costosa va produciendo sus efectos positivos en la implantación de la norma procesal particular importancia  tiene , en este aspecto , los profundos cambios  producidos en el quehacer  judicial derivados, principalmente  de la asunción del principio acusatorio que sustituye  al inquisitivo , desde la actuación  jurisdiccional  de oficio en la investigación  de los hechos delictivos , que ahora se traslada a la Policía  y al Ministerio Público ; la activa intervención  judicial en la mediación , que ahora pasa en lo en lo referente a su probación al Ministerio Público; la contradicción exigida en la adopción de la tramitación procesal , frente al anterior procedimiento de oficio; etc. , conforman una distinta manera de enjuiciar , situación  en la que han incidido los cursos de capacitación  realizados. No obstante, se han producidos algunas disfunciones en la tramitación que no son sino las lógicas que se derivan de la reciente promulgación de una norma de importación del código procesal, sin arrogarse  funciones de la acusación o de la defensa, sino asumiendo  la función jurisdiccional  de árbitro  de las garantías constitucionales de las partes del proceso.

Como se señaló al comentar la institución del Ministerio Público , esa imparcialidad que caracteriza al poder judicial en el nuevo código  procesal  no supone  una actuación  despreocupada  de la víctima , pues sus derechos aparecen consagrados  en la constitución y en el resto del  ordenamiento  jurídico , que debe atender  propiciando  que sus derechos  sean reconocidos  en el proceso , entre ellos , y de manera principal , el de no ser revictimizada por el sistema de enjuiciamiento.     

C. LOS DERECHOS DEL ACUSADO Y DE LA VICTIMA 

En el nuevo esquema procesal los platillos de la balanza, en la forma que tradicionalmente se representa a la justicia como contienda  jurisdiccional , están ocupados por la sociedad  y el acusado , para los que la ley procurara una igualdad de armas procesales , la víctima , integrante de la sociedad , es la persona que comparece  en el proceso de la forma involuntaria , sorprendida y agredida por la acción de otra personal  a la que acusa . aunque el acusado  tiene derecho fundamental a la presunción de inocencia que le ampara en su andadura procesal , la  víctima no es la persona a la que se le otorgan  derecho  para su defensa  frente al ejercicio de la acción penal,  sino que los tiene por  su condición de persona que de forma involuntaria ha sido llamada al proceso penal  para participar los datos  precisos que permitan el enjuiciamiento de unos hechos lesivos a toda la sociedad.

En otras palabras , los derechos de las victimas aparecen en el proceso como derecho fundamentales  naturales e inalienables y, en ocasiones, cuando se tratas de niñez , adolescencia  y de mujeres que sufren el maltrato  familiar y sexual , están especialmente  protegidos  en aras a una  especifica  normativa  protectora . Los derechos de los acusados  en un proceso penal, igualmente fundamentales, son inalienables en su consideración como persona, pero otorgados por el ordenamiento  para procurar la igualdad de armas en el enjuiciamiento.

En el sistema acusatorio hay que huir de interpretaciones que supongan materializar una especie de Teoría de los vasos comunicantes , en cuya virtud el reconocimiento de los derechos de un imputado  ha de suponer una paralela restricción de  los  de la víctima , o viceversa  por el contrario , el sistema  acusatorio  propugna la defensa de los derechos de las partes en el proceso , sin ,mermar  de los derechos de ninguna de las partes . el derecho del menor a su desarrollo  integral , el denominado interés  superior del menor , o de la victima  a que se le respete su dignidad, etc. , no aparecen cercenados por los derechos reconocidos al imputado  en el proceso penal , pues ambos actúan en el proceso con la plenitud  de su derechos c0omo persona. Nunca el reconocimiento a la presunción de inocencia deberá permitir la revictimización de quien  ya ha sido víctima del delito, sino que tendrá que practicarse la prueba  sobre los hechos  sin lesionar ni el derecho del imputado  ni el de la víctima, en este caso, de la mujer o del menor , quienes por disposiciones expresas de los ordenamientos , nacional e internacional, gozan de una especial protección derivada a la indefensión social en la que son situados.

D. VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y AGRESIONES SEXUALES 

La violencia intrafamiliar constituye uno de los problemas más acuciantes de la sociedad actual  y afecta con  similar intensidad a todos los países, con independencia de su grado de desarrollo. No  es un problema nuevo, pues durante siglos se ha ejercido en el seno de la familia sin que ello propiciara una intervención especial de los Estados al considerarse que eran una problemática interna de la familia en la que el Estado, la sociedad, no debía  intervenir y debía gozar de la privacidad propia del espeto a la familia. Afortunadamente, la percepción del problema ha ido cambiando y como se expuso al inicio de este documento, los Tratados internacionales y los Estados han tomado conciencia del problema desde la perspectiva  de los derechos humanos y se aprecia un imparable proceso de mentalización general sobre la importancia de defender los derechos fundamentales de todas las persona con independencia de los condicionamiento derivados del sexo, edad o condición y cualquiera que fuera el ambi5o en el que se produzcan las agresiones.  

La culminación con éxito de este proceso no será posible solo con respuestas aisladas, sino q7ue es preciso llevar a cabo una acción coordinada desde los diversos ámbitos en los que  incide esta problemática, pues solo de este modo se conseguirán eliminar las distintas causas que coadyuvan al nacimiento y mantenimiento de violencia intrafamiliar, resulta imprescindible atajar algunos males heredados  durante generaciones  (escasa consideración social de la mujer frente al varón, “patrimonializacion “ de las mujeres, niñez y adolescencia a favor del varón, mantenimiento de roles en el seno familiar, etc.) y propiciar un  nuevo marco de relaciones de nacido de la igualdad de sexo y del mantenimiento de los derechos de la niñez y adolescencia.

Esta lucha por los derechos de las mujeres y los niños no es, obvio es decirlo, exclusivamente judicial.  Antes al contrario, precisamente cuando interviene el sistema penal es cuando han fallado otros sistemas de control, la educación, la familia, oct., pero esa realidad no puede ser tenida como el reconocimiento de la incapacidad de atender el problema. La situación que abordamos  debe ser considerada como un problema  social de primera magnitud en el que la respuesta penal en cuanto represiva es absolutamente necesaria, sin perjuicio de reconocer que deben propiciarse otras políticas de ayuda a la víctima, de resocialización de estas y también de los victimarios.

La solución judicial a un problema de violencia intrafamiliar y sexual no deja de ser un palmario reconocimiento de la ineficacia de otros sistemas de control y de las políticas de prevención. Por eso mismo hay que  señalar que la respuesta judicial a la violencia intramiliar tiene un campo de actuación limitado y una eficacia restringida, pues ha de quedar necesariamente constreñido, y al hecho aislado que se enjuicia. No obstante, es preciso reconocer que aunque limitada al caso concreto, las resoluciones de los juzgados y tribunales tienen también un efecto educativo a la sociedad al proclamar la vigencia del ordenamiento.

1. Delito de lesiones-maltrato familiar.

La reforma del Código Penal operada por la Ley 230 del 19 de septiembre  de 1996, contiene la respuesta normativa penal nicaragüense al maltrato intrafamiliar. Como se expuso anteriormente, el código penal no ha transpuesto los Tratados Internaciones que obligan a una tipificación especial del maltrato intrafamiliar desde la perspectiva de los derechos humanos. Tan solo se contempla unas medidas de seguridad o de protección y una agravación de las penas en función por su causación en el seno de la familia que define, a los efectos de aplicación del código en el arto. 237.

El tipo penal de las lesiones, arto. 137, define a la lesión comprensiva no solo las heridas, contusiones, excoriaciones, fracturas, dislocaciones y quemaduras, sino toda alteración en la salud y cualquier otro daño a la integridad física o psíquica de las personas, si estos efectos son producidos por causa externa.

El tipo penal se estructura, en principio, como un delito de resultado, requiriendo la causación por un agente externo. Los resultados típicos son cualquier alteración de la salud, realizando el Código una enumeración de posibles resultados y diferenciado la pena prevista en función  de la gravedad de los resultados.

La diferencia entre el delito y la falta de las lesiones (arts.137 y siguientes  553 del Código Penal) se sitúa sobre el resultado. Sera falta cuando la víctima no necesite asistencia médica o cuando la lesión le impida sus trabajos habituales por un tiempo que no se pase de diez días”.

Desde la perspectiva del maltrato familiar el Código prevé una agravación cuando el agente productor de las lesiones sea “miembro de la familia” en los términos del arto. 237 del Código Penal.

El bien jurídico protegido es la integridad física y psíquica de la persona ofendida.

1.1- La violencia física.

El código penal no describe la acción típica. De la interpretación del art. 137, “producidos por una causa externa” y el empleo como verbo nuclear de la acción “inferir”, resulta que el comportamiento típico puede ser variado, es decir, las modalidades de la acción pueden ser   acción y omisión. Por acción: cuando el autor, mediante un comportamiento activo produce la lesión. Por Omisión: cuando el autor, obligado por una situación de garante, no actúa, pudiendo hacerlo, para evitar el peligro a la salud. Las situaciones de garante, o de garantía, pueden venir dadas por obligaciones legales, como la del padre o madre a cuidar a los hijos en los términos señaladas en las leyes reguladoras de las obligaciones parentales

1.2- La violencia psíquica.

Tampoco proporciona el Código una modalidad de acción, pero la utilización de los mismos términos que para la violencia física, permite ratificar lo anteriormente dicho respecto a ella. El código penal expresa que en el supuesto de la violencia psíquica “deberá estar plenamente acreditada” (arto. 139) lo  que  supone una especial exigencia en su acreditación, quizás derivada de la novedad de la introducción de este tipo de violencia. Las modalidades de acción pueden ser variadas, desde las amenazas, las situaciones de aislamiento, actos de desprecio, intimidación, insultos en público, etc., que produzcan una alteración de la salud, en este caso, psíquica que sea consecuencia del maltrato.

Normalmente, un solo acto de violencia, como los antedichos no producirán la alteración de la salud sino que será un comportamiento habitual que determine la alteración que requiere el tipo penal de la violencia psíquica, habitualidad, o patrón de conducta, que constituye el núcleo central del maltrato intrafamiliar. De ahí la importancia de disponer de los datos de la existencia de denuncia anteriores.

Los tratadistas en la materia acuden a ejemplos para explicar el fenómeno y la dificultad en la descripción  de la violencia psíquica: “ las características del acometimiento del agresor y del hecho es evidente que influyen en la respuesta  producida: no es la misma experiencia en cuanto a la intensidad y a impacto el ataque de un perro que la exposición al combate de una guerra, en tanto que el acometimiento sexual, aun no ejecutado definitivamente, es uno de los acontecimientos más generadores de daños psíquicos a la víctima”. Será preciso analizar cada supuesto concreto en el que será de extraordinaria relevancia la pericial que al efecto se practique, genera el trauma psíquico que integra el tipo penal de la violencia psíquica.

2. Agresiones sexuales.

Los tipos penales recogidos bajo la rúbrica “De la violación y otras agresiones sexuales# contemplan una serie de conductas lesivas a la libre determinación en materia de sexualidad de la víctima y al libre desarrollo de la personalidad, cuando se trata de menores. Como se señaló anteriormente, el bien jurídico protegido es la libertad, en este caso, sexual, de la victima que resulta agredida cuando se realiza la agresión de contenido sexual contra la voluntad del ofendido/a por la acción agresora de un autor. Esta descripción del  bien jurídico aparece clara en la redacción del arto. 195, tras su reforma por la Ley 150 del 11 de junio de  1992, que refiere la agresión sexual constitutiva de violación como acometimiento sexual integrado por el  “acceso carnal” o introducción de objetos “usando fuerza, intimidación o cualquier otro medio que prive de voluntad, razón o sentido”.

Desde esta consideración del bien jurídico no se alcanza a comprender, como, en ocasiones, se solicita del médico forense que informe sobre la “data de la desfloración#, pues a los efectos de la aplicación del tipo penal de la violación y otras figuras a fines, es  intranscendente que la victima fuera o no virgen al tiempo de la agresión. Para la tipificación de la conducta agresiva es necesario acreditar  la realidad de la agresión, sin incidir en la vida sexual anterior de la mujer ofendida por el delito.

El Código establece unas presunciones legales, es decir, afirmaciones de la ley que integran requisitos del tipo, de falta de consentimiento en función de la edad, por ejemplo en la violación “cuando la víctima sea menor de 14 años”. Se trata de una presunción legal destinada a proteger a las menores de esa edad, o de otras en tipos penales que contemplan como elementos del tipo distintas referencias a la edad, al disponer el legislador, con acierto, que por debajo de esa edad no hay capacidad de disposición de la libertad sexual y cualquier acceso carnal siempre se considera no consentido y por lo tanto típico de la violación o del delito del que se trate. Por lo tanto, no serán admisibles pruebas respecto a menores de esas edades sobre el consentimiento a la relación,  pues legalmente se ha dispuesta la falta de disposición por el  menor.

El Código prevé una agravación en la pena cuando el agresor pertenezca al núcleo familiar, que se corresponde a la mayor antijuridicidad de la conducta de quien está llamado a educar, no a agredir y que se aprovecha de una situación de convivencia para su acción agresiva sobre personas especialmente protegidas dada a su vulnerabilidad.

E. ASPECTOS PROCESALES.
1. Actuaciones contra la victimización secundaria.

Reiteradamente, a lo largo de este documento, se ha aludido a la necesidad de evitar que en este tipo de  procesos, donde las víctimas son mujeres o la niñez y adolescencia que sufren un maltrato en sus distintos  variedades, una nueva agresión por parte del sistema penal encargado de la investigación de las conductas y en su caso, condena  de los agresores. Los delitos englobados en la rúbrica de maltrato intrafamiliar y  sexual a mujeres niños agreden no solo los concretos bienes bienes jurídicos protegidos por la respectiva norma penal, sino también agreden otros bienes jurídicos, la convivencia familiar, la seguridad emocional, económica y afectiva, el libre desarrollo de la personalidad y otros bienes que hacen que las victimas  se encuentren en una especial situación de  vulnerabilidad a la que los operadores jurídicos deben ser especialmente conscientes al aplicar la norma penal sustantiva. Ha de cuidarse muy especialmente, que el proceso penal no sea un espacio de hostilidad para quienes acuden al mismo en demanda de justicia.

Ciertamente, las oficinas policiales, los juzgados y los tribunales son espacios muy duros para quienes no los conocen. Al igual que los hospitales, los ciudadanos que a ellos acudimos nos encontramos ante estructuras tan duras que difícilmente podemos actuar con libertad, dejando que sean los conocedores del lugar quienes dirijan nuestros pasos. Por eso han de desplegarse especiales  prevenciones para evitar situaciones de incomprensión, cuando no de agravio, reiteraciones, molestias que pueden ser evitadas para quienes por situaciones muy lesivas se ven obligadas a comparecer ante las oficinas de policía, del Ministerio Publico o de los Juzgados.

El retardo en el cumplimiento de las diligencias policiales no solo es un defectuoso funcionamiento de la oficina judicial, en este caso revela para la victima una incomprensión de su dolor. Otro tanto cabe decir de  las reiteraciones de las diligencias, ya periciales, y declaraciones personales, pues son percibidas por la victima como síntomas de la poca credibilidad de su situación. Es cierto que en muy contadas ocasiones  esas reiteraciones son necesarias pero una especial sensibilidad con el dolor de la victima aconsejaría que si realmente es necesaria, se explicara a la victima el motivo de la reiteración.

2. Valoración de la prueba.

El Código Penal Procesal señala como criterio de valoración de la prueba el da la conciencia, para los Jurados y el de la apreciación conjunta y armónica de la prueba, apreciación racional y acorde a las reglas de la lógica para el Juez profesional, (art. 193 CPP). Básicamente estos criterios son coincidentes, si bien los órganos  juridisdiccionales profesionales, precisamente por la profesionalidad de la  función que desarrollan, deben expresar motivadamente el resultado de la convicción, exponiendo el contenido de la valoración de la prueba. Esa exigencia de motivación de la prueba no es sino la manifestación de la apreciación racional y acorde a las reglas de la lógica. En otras palabras, al Juez profesional se le exige que motive la convicción  y la única forma de realizarlo es que la exprese a través de razonamientos lógicos. No existe un sistema de  reglas de valoración de prueba tasada, sino una apreciación en conciencia sujeto a las reglas de la lógica.

Para alcanzar esa convicción son validas las pruebas cuya práctica están reguladas en el Código. De entre las pruebas se  destaca por su importancia las denominadas pruebas de carácter personal, es decir, aquellas que son apreciables sensorialmente por el juzgador que directamente las percibe. Con ellas el tribunal puede alcanzar una convicción directamente a través de lo que el testigo relata y atento a todas las circunstancias concurrentes en la declaración. Entre los elementos de la valoración de la prueba personal se destaca la inmediación, es decir la percepción directa e inmediata de la prueba atento el juzgador no solo a lo que el testigo dice, sino también a la seguridad que transmite el declarante, a las reacciones que provoca en otros intervinientes en el enjuiciamiento, todo lo cual conforma una convicción que el tribunal adquiere y debe reflejar en la sentencia. Dicho de otro modo, cuando se cree a una persona a lo que no se conoce con anterioridad es en base, no solo a lo que esa persona manifiesta, sino a la credibilidad que merece por un conjunto de circunstancias que se engloban en lo que se denomina la inmediación en la práctica de la prueba.

3. Declaraciones de la víctima.

Las declaraciones de la víctima, en un sistema de valoración como el previsto en el Código Procesal Penal, es una prueba susceptible de ser valorada por el Juzgado que la ha percibido, si bien en el caso de que sea prueba única, su valoración requiere especiales condicionamientos que, sin convertirla en prueba tasada, permitan la valoración racional de la prueba y la fundamentación de la convicción. Así se ha considerado como criterio racional de la valoración. La ausencia de elementos espurios que puedan invalidarla al referenciar sospechas de venganza; la existencia de elementos de corroboración  a su testimonio, como ropas, testigos referenciales a su testimonio, evidencias de los hechos. Etc. Se trata de criterios de valoración, no de reglas de valoración, pues la prueba se practico en el juicio a través de la declaración del testigo a presencia del Juzgado, o del Jurado y con intervención activa de las partes del proceso.

Las declaraciones de los testigos son obligatorias. Expresamente el art. 196 del CPP establece esa obligación y la victima “lo hará en condición de testigo”. Su negativa a declarar puede dar lugar a responsabilidad penal  y puede ser detenida para asegurar su comparecencia al  juicio, por un plazo máximo de veinticuatro horas (art.200 CPP). Está obligado a decir verdad bajo promesa de Ley.

4. Declaraciones de niños, niñas y adolescentes.

Otro tanto cabe decir de las declaraciones de  los menores. Estos no facultados para la realización de actos de disposición patrimonial o para la realización de determinados actos porque su edad le impide tener una  determinada capacidad jurídica, si que pueden testificar en el proceso penal para la investigaciones de conductas. Si bien su testimonio, precisamente para proteger su especial situación, debe ir acompañado de determinadas prevenciones, como la presencia de sus padres o de personas que legalmente le represente. Pero esas prevenciones están dispuestas para proteger su personalidad pero no afectan al contenido de su declaración.

Caracteriza a la prueba testifical que el testigo es una persona que comparece en el juicio para participar de unos hechos que ha percibido sensorialmente. Si el menor reúne estas características puede participar  al órgano jurisdiccional lo que ha  percibido por los sentidos, lo que ha visto y oído, y comunicar esos hechos sobre lo que es preguntado para conformar una convicción al órgano jurisdiccional. Ninguna tacha cabe oponer al testigo menor de edad sobre su capacidad para declarar en el juicio.

Ahora bien, las especiales condiciones del menor hacen preciso que su declaración se practique en unas especiales condiciones para evitar que de ella puede resultar una lesión a su libre desarrollo, mediante la formulación de preguntas de forma precisa y acomodando el lenguaje forense a las circunstancias del menor, lo que no impide la posibilidad de valoración de su testimonio como prueba de cargo.

5. Declaración del acusado

El acusado tiene derecho a no declarar y en caso de hacerlo, a no declarar contra sí mismo (art. 34.7 de la Constitución). Este precepto constitucional es profusamente reiterado en el Código Procesal Penal. En el art. 95.12 se reconoce el derecho del acusado a “abstenerse a declarar y a no  declararse culpable”. Particular regulación  se expresa en la regulación de la Audiencia Inicial. El art. 270 dispone “el acusado no tiene ningún deber de declarar en este acto. Si lo quiere hacer, el juez le informara sobre su derecho a mantener silencio y las consecuencias de renunciar a este derecho”. El arto. 271 regula la admisión de hechos, disponiendo que “si el acusado espontáneamente admite los hechos de la acusación, el juez se asegurara que la declaración sea voluntaria y veraz. También le informara que su declaración implica el abandono de  su derecho a un juicio oral y público”. Por último el arto. 311 también refiere una previsión similar para la  declaración del acusado en el juicio, donde nuevamente es informado de su derecho a no declarar y a no confesarse culpable, añadiendo que si declarara se realizara en forma de la prueba, valorándose como cualquier otro medio de prueba.

Nótese que el precepto señala que declarara en la forma prevista para el testigo, no que tenga la condición de testigo, como dice para la victima el arto. 196 del CPP, quiere declarar lo realizara en la forma prevista para el testigo, no lo convierte en prueba testifical, sino que se utiliza esa forma, es decir, la típica del interrogatorio cruzado entre acusación y defensa, sin que eso suponga que su valoración deba ser la correspondiente al testigo.

6. Pruebas periciales.

La prueba pericial se revela de extrema importancia en el enjuiciamiento de los delitos que abordamos en este Protocolo. A través de la pericia se comprobara la efectividad de las lesiones, físicas o psíquicas, y de la agresión  sexual. Se reproduce  a qui cuanto se expuso en orden al apartado relativo al Instituto Médico Legal y particularmente en orden a la no reiteración de la prueba pericial efectuada sobre la victima de un delito de maltrato familiar o sexual. Una segunda pericia sobre la misma persona contribuye a la revictimizacion de la víctima. Además su contenido puede aparecer desvirtuado pues la segunda pericia se realiza cuando ya hay desaparecido en gran medida, las evidencias de la acción agresiva.

Los artículos del Código Procesal Penal reguladores de la prueba pericial, arts. 203 y siguientes, establecen un juicio sobre idoneidad del perito circunscrito a la capacidad técnica del perito compareciente, sin que pueda ser negada esa condición de perito por criterios meramente subjetivos, como es el sexo, o el lugar de trabajo del perito que comparece ante el órgano jurisdiccional encargado del enjuiciamiento.

Como hemos señalado la pericia, en este tipo de delito, deber ser realizada por personal de salud acreditado para su realización, tanto pertenezca al Instituto de Medicina legal o al Sistema Nacional Forense, como acreditado por la Corte Suprema de Justicia, sin que quepa la repetición de la prueba por causas subjetivas de la persona que realice el informe pericial, en los términos que se analizaron en el capítulo del Sistema  Nacional Forense.

7. Régimen de limitación de pruebas

Bajo esta rubrica  se incluyen determinadas prevenciones que la propia ley establece, y que la lógica aconseja, para evitar situaciones de revictimizacion a los ofendidos del delito.

7.1. Partencia y necesidad de la prueba

El art.  192 del Código Procesal  Penal previene que será objeto de la prueba los hechos que consten en la causa, lo que excluye de la posibilidad de practicarse prueba sobre hechos ajenos a la misma, como interrogatorios sobre hechos que no guardan relación con el enjuiciamiento, de particular importancia en las causas seguidas por delitos de agresiones sexuales cuando se pretende indagar sobre extremos que no guardan relación con la agresión .

Además, este artículo señala que el tribunal podrá limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho cuando resulten manifiestamente repetitivos o cuando sean redundantes sobre un hecho ya probado o cuando ya se disponga de una acreditación al respecto pueda no considerarse necesaria su repetición, consciente, de que la repetición causa unos daños sobrevenidos a la víctima y del retardo que ello produce al enjuiciamiento de los hechos. 

Esta previsión es particularmente relevante en el enjuiciamiento del maltrato familiar y la agresión sexual cuando la prueba cuya repetición se pretende, la testifical o la pericial, se insta con el objeto, no expresamente indicando, de buscar retractaciones del testigo o en el caso de pericial se pretende repetir en base a un  criterio de pretendida idoneidad del perito en razón a criterios puramente subjetivos.

7.2.  Protección de testigos, víctimas de los hechos.

A  este apartado se refieren los artículos 110 y 195 del  Código Procesal Penal. En el primero se dispone que la victima tiene derecho a solicitar medidas de protección frente a probables atentados en contra suya o de su familia, en tanto que en el segundo de los artículos mencionados se dispone que la autoridad correspondiente deberá adoptar medidas precisas de protección de testigos.

Se añade en el art. 201 la posibilidad de que la victima pueda solicitar la posibilidad de no comunicar su domicilio, lo que alcanza singular importancia en los supuestos en los que el maltrato o la agresión hayan  dado lugar a un cambio de domicilio por parte del ofendido en el delito.

En esta relación destacamos el art. 167 del Código Procesal Penal que al regular las medidas cautelares contra los acusados en un proceso penal refiere una relación de medidas directamente aplicables a los delitos que son objeto de este Protocolo. Así, la prohibición de acudir a determinados lugares por ejemplo, el domicilio del ofendido/a o de comunicarse con determinadas personas, por ejemplo el ofendido/a, el abandono inmediato del hogar si se trata de violencia domestica o intrafamiliar, o de delitos sexuales, cuando la víctima conviva con el acusado.

Nada impide, aunque no figure expresamente en la norma pero resulta del mandato de protección a los testigo , que en el curso del juicio oral o en las Audiencias previas al juicio a las que deba asistir la victima junto al agresor se adopten especiales prevenciones dirigidas a la protección de las víctimas, particularmente cuando se trata de menores agredidos. Así la posibilidad de que el juez que dirija el juicio disponga lo necesario para evitar la confrontación visual entre el agresor y su persona, utilizando para ello las múltiples posibilidades que la técnica posibilita o incluso la colocación de mobiliario especialmente dispuesto que evite el contacto visual entre agresor y víctima. Igualmente evitando confrontaciones verbales entres ambos que reproducen la agresión sufrida en su día y potencia, la situación de desigualdad, origen  en ocasión de la agresión sufrida.

7.3. Facultades de moderación del Juez durante el interrogatorio de testigo.

El art. 307 del Código Procesal Penal previene la facultad del Juez de moderar el interrogatorio y a petición de parte o excepcionalmente de oficio, evitara que el declarante conteste a preguntas capciosas, subjetivas o impertinentes y procurara que el interrogatorio se conduzca sin presiones indebidas y sin ofender  la dignidad de las personas. Esta previsión requiere una especial sensibilización  del juez a la hora de dirigir el debate contradictorio, procurando que no se realicen preguntas que no guarden relación con el objeto del proceso o que sean  equivocas  o traten de confundir al testigo con interrogatorios deliberadamente oscuros. 

7.4. Limitación a la publicidad del juicio

La publicidad del juicio es un derecho garantizado en la Constitución, art. 34, que también permite su limitación en atención a consideraciones de moral y de orden público a los que se añade, en el art. 285 del Código Procesal, la posibilidad de  restringir la publicidad cuando declare un menor de edad.

Las consideración del orden publico hace referencia, en parte a una potestad de actuación del juez cuando la celebración del juicio puede provocar altercados que aconsejen la medida, e incluso cuando su celebración suponga una publicidad que incida en la victimización del ofendido por el delito hacien3do que la inicial agresión sea objeto de reproducción mediática con reproducción  de la lesión.  Conviene destacar que en el Código de la Niñez y la Adolescencia la regla general en el enjuiciamiento de menores es  precisamente la falta de publicidad para no añadir mayor gravedad al proceso de enjuiciamiento.

8. Medidas Cautelares.

Constituye un hecho objetivamente constatable en la actualidad la sensación de desamparo que padecen las víctimas de los delitos de maltrato familiar y de violación sexual y paralelamente la sensación de  impunidad que acompaña a los autores de este tipo de agresiones. Las causas generadoras de este resultado indeseable con múltiples, pero de entre ellas destacan poderosamente dos principales. Por un lado, el reducido número de sentencias que recaen frente al número real no es oficial de agresiones que se cometen en el seno de la familia y por otro la falta de inmediatez de la respuesta judicial en los escasos supuestos en que se formulan denuncias, inmediatez que resulta imprescindible para provocar en los potenciales agresores la reflexión, el temor y finalmente el abandono de sus conductas violentas ante la reacción  fulminante y contundente en contra del sistema penal.

De ahí la importancia de articular una serie de medidas cautelares que permitan contrarrestar efectivamente el hecho delictivo con esa doble finalidad, dar respuesta inmediata al hecho delictivo y sobre todo servir de medida de educación dirigida a potenciales delincuentes para prevenir la acción.

La medida cautelar personal por excelencia, la prisión preventiva puede ser adecuada para los hechos graves de violencia intrafamiliar y agresiones sexuales. Al analizar la actuación policial comprobamos la posibilidad que tiene este órgano de investigación de actuar5 ordenando la atención de sospechosos y su presentación al Juzgado en el plazo de las cuarenta y ocho horas siguientes a la detención, restaurando la paz social quebrantada por el delito. En este sentido ha de recordarse que la eficacia policial no se mide solo por las estadísticas sobre hechos denunciados, investigados y descubiertos, también cuando se actúa directamente sobre la sociedad, demostrando la efectiva proximidad de la policía sobre la sociedad en la que actúa.

La Ley 230 del 19 de septiembre de 1996 que modifico el código Penal estableció en el art. 102 una serie de medidas de seguridad, denominadas medidas de protección a la víctima, que podían ser impuestas siempre que los hechos no constituyan delito, aun cuando pueden ser impuestos por la comisión de la falta de lesiones causadas en el seno de la familia. Sin embargo, las organizaciones sociales informan sobre su nula aplicación, sería conveniente que el Ministerio público actuara su vigencia y solicitara la aplicación de las medidas de protección previstas en el Código Penal. 

1.- Prohibir o  restringir la presencia de la persona denunciada en la casa de  habitación de la ofendida u ofendido dentro de un radio minio de 150 metros.

2.- Ordenar la reintegración de la persona ofendida al hogar del que fue sacada con violencia o intimidación.

3.- Prohibir o limitar la presencia de la persona denunciada al  lugar de trabajo de la persona ofendida u ofendido dentro de un radio mínimo de 150 metros.

4.- Garantizar a la persona ofendida la atención médica, psicológica, psiquiátrica en caso de  que sea necesaria. A igual atención se someterá en caso necesario a la persona denunciara para su  rehabilitación y evitar las reincidencias.

5.- En caso de denuncias de maltrato infantil se solicitar a la autoridad correspondiente la intervención de  órganos especializados que realicen la investigación y brinden apoyo, protección, asesoría consejería y  seguimiento respectivo.

6.- La persona denunciada deberá presentar las garantías suficientes que determine el juez para  compensar los posibles daños ocasionados a la persona ofendida.

7.-Ordenar  el decomiso de armas de la persona denunciada.

8.- En caso de que la victima sea un menor de edad o persona con  problemas de discapacidad, la autoridad judicial competente podrá confiar provisionalmente la guarda  protectora a quien considere idóneo para tal función, si estaba confiada al agresor.

9.- Ordenar el examen bio-psico-social a  los menores  de edad involucrados en hechos de violencia domestica o  intrafamiliar y brindarles su debida atención.

10.- Ordenar el abandono inmediato del hogar del imputado o acusado y, tomando en cuenta la voluntad de la  víctima, reintegrarla al hogar del que fue sacada con violencia o intimidación.

11.- Prohibir toda forma de hostigamiento que perturbe la tranquilidad de la ofendida u ofendido incluyendo los medios  electromagnéticos o de otra índole.

· En caso de los pueblos indígenas de la Costa Atlántica las medidas serán aplicadas por autoridad comunal de acuerdo con el derecho consuetudinario y las leyes vigentes.

· El juez o tribunal podrá ordenar las medidas de protección referidas en los incisos anteriores al momento de tener conocimiento de los delitos. Para su cumplimiento, podrá solicitar el auxilio de la PN.

· La Policía Nacional y el Ministerio Publico en la etapa investigativa solicitaran a la autoridad judicial la aplicación de las medidas de protección referidas en este  artículo de forma preventiva, por un plazo que no exceda de 10 días.

· Cuando el Ministerio Publico resuelva no ejercer la  acción penal la víctima o su representante podrán solicitar al juez  penal que se apliquen o se mantengan las medidas de  protección por el periodo que tarde en resolver laos recursos respectivos.

· En caso de incumplimiento por parte del imputado  a las medidas de protección ordenadas por el Juez, este procederá a aplicar una medida  más grave, a instancia de parte.

Se trata de un catalogo  de medidas de protección adecuadas para satisfacer las necesidades de protección de la víctima, aunque será necesario que se actuara de manera cautelar en tanto se instiga el hecho delictivo.

En todo caso el art. 110 del Código Procesal Penal prevé la adopción de medidas de protección para prevenir posibles atentados a la víctima o su familia entre las que podrían ser adoptadas  las previstas en el  art. 102 del Código Penal.  En el mismo sentido, el art. 167 al regular las medidas cautelares que pueden ser  adoptadas en el proceso penal prevé la adopción de medidas cautelares especialmente referidas a los delitos de violencia intrafamiliar y agresión sexual, como el abandono inmediato del hogar y la prohibición de acudir a determinados lugares, por ejemplo el domicilio de la víctima. Estas medidas convenientemente dispuestas pueden dar una adecuada respuesta al hecho delictivo que deberá ser actuado por el Ministerio  Público y en su caso la acusación particular para posibilitar una respuesta inmediata al hecho de la violencia intrafamiliar.

F.- GUIA ETICA PARA JUDICIALES
Las normas de comportamiento judicial parten, como premisa previa de una adecuada sensibilización hacia el problema de este tipo de delitos, recordando que en todo caso los jueces  deben sustraerse a sus opiniones personales sobre el asunto que enjuician para aplicar las normas jurídicas en el sentido  que señale la ley. 
1.- En la tramitación de las causas cuidaran especialmente que las programaciones  de las audiencias se observe la máxima urgencia en su realización.

2 Igualmente en estas programaciones por violencia intrafamiliar y agresiones sexuales que tramitan ordenaran  que sean dispuestas en primer lugar a fin de evitar estancias prolongadas en las inmediaciones de las dependencias judiciales. En todo caso evitar que agresor y víctima coincidan.

3.- En las actuaciones procesales en las que se intervengan en el proceso de Mediación se procurara su realización con  exquisito respeto a las partes que median, evitando que la diferente posición que  ocupan sea aprovechada para producir más daño del sufrido.

4.- En las declaraciones de las víctimas se realizaran  en espacios adecuados, imposibilitando el contacto entre víctimas y victimarios.

5.- Impedir, salvo que fuera estrictamente necesaria la repetición de pruebas, periciales, testificales que ya obren en el procedimiento.

6.- Cuidaran que la declaración  de la victima de estos delitos se desarrolle en términos que no agredan la dignidad, impidiendo preguntas capciosas, sugestivas e impertinentes.

7.- Acordaran, caso de que procedan, las medidas cautelares adecuadas a la situación denunciada.

8.- Comunicaran a la victima los Centros de atención  a las víctimas de los delitos de violencia intrafamiliar y de agresión sexual.

9.- Evitan en todo caso, suspensiones no suficientemente justificadas.

X .- PROPUESTAS DE REFORMAS  DEL TIPO PENAL
X .- PROPUESTAS DE REFORMAS DEL TIPO PENAL

En reiterados capítulos de este Protocolo se ha aludido a la necesidad de acomete las reformas legales necesarias para dar una mejor tipicidad al delito de maltrato familiar. Son dos las causas principales que aconsejan esta  modificación. De una parte es necesaria una correcta transposición de la normativa internacional que ordena la inclusión entre los delitos el del maltrato familiar. De otra porque la antijuridicidad  de la conducta no aparece recogida en la actual regulación del Código Penal.

Desde la declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la ONU el 10 de Diciembre del año 1948, han sido muchos los Tratados Internacionales  que disponen la realización de políticas activas en  defensa de los derechos de la niñez y adolescencia y de la mujer. La Convención sobre derechos cívico de  la mujer, del 20 de Diciembre de 1952, la Declaración sobre eliminación de la discriminación de la mujer, de  que entro en vigencia,  así como el Convenio de Pará , transcrito parcialmente al inicio  de este protocolo. 

La conciencia internacional del problema de la violencia contra la mujer ha obligado a las legislaciones nacionales a la promulgación de nuevos tipos penales para afrontar este problema. La declaración de Beijing y los trabajos previstos a la Convención ponen de manifiesto la realidad social sobre la que actúan:

“Imaginemos un mundo en el que una enfermedad grave afectara repentinamente a una población entre 3 y 4 millos de personas, cuyos síntomas son dolores crónicos, traumas y lesiones y en él  las personas sufren en silencio”. “En todas épocas  y en todos los lugares de la tierra las mujeres han sido víctimas de la violencia. Con frecuencia han sido y siguen siendo, víctimas de violaciones, mutilaciones, golpes y asesinatos. En muchas sociedades se ha tolerado durante mucho tiempo la violencia contra la mujer y se ha permitido que los perpetradores queden impunes, al condenarse tácitamente su delito. Partiendo del criterio popular de la  mujer es propiedad del marido y de que, por tanto, este puede hacer con ella lo que estime conveniente, en algunos países  se reconoce el derecho del marido de golpear a la mujer incluso de matarla, si se considera que es desobediente o que ha cometido adulterio”… “la mayor parte de los actos de violencia contra la mujer, comprensiva del maltrato y la agresión sexual, están  indisolublemente unidos a la dominación, el privilegio y el poder del hombre. La cultura y las tradiciones, que a menudo se reflejan en las legislaciones nacionales, no hacen sino perpetuar la idea del predominio masculino”

Ya sea dentro o fuera  del círculo familiar la condición de inferioridad de  la mujer se manifiesta en la aceptación generalizada de una conducta abusiva o violenta contra la mujer como si eso fuera una situación normal. Como se desprende de los estudios  de Naciones Unidas y de las Convenciones y Tratados Internacionales,  la violencia contra la mujer se deriva de la carencia,                                                                                                                                                      fomentada en todas las culturas, de que los hombres son superiores y que las mujeres con las que conviven son parte de sus posesiones o bienes muebles que tratar a capricho.

En la cuarta conferencia sobre la mujer en el seno de Naciones Unidas, celebran en 1995, se acordó  la reacción de una plataforma de acción cuyos puntos básicos de actuación fueron los siguientes:

1.- Reconocer que la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos de la mujer.

2.- Explotar y dar respuesta de las causas fundadas y los mecanismos fundamentales de las diversas formas de violencia contra la mujer.

3.- Analizar y examinar las actuales legislaciones relativas a la violencia contra la mujer y elaborar una propuesta de actuación mundial sobre la defensa contra el maltrato.

4.- Tratar las causas y consecuencias de la violencia contra la mujer con recursos jurídicos y  sociales.

5.- Emprender programas de alfabetización en materia de defensa jurídica de las mujeres.

6.- Capacitar al personal judicial y policial para asegurar el justo trato de mujeres que han sido objeto de violencia.

7.- Crear organismos vigilantes de la situación de la violencia contra la mujer.

8.- Adoptar medidas concretas en apoyo de mujeres víctimas de comercio sexual y prostitución.

9.- Adoptar medidas especiales para proteger a mujeres discapacitadas y a las trabajadoras migratorias.

La Declaración sobre eliminación de la violencia contra la mujer de las Naciones Unidas, de Diciembre de 1993, contiene una definición  de la violencia contra la mujer, como “todo acto de violencia basada en la  pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la  libertad, tanto si se producen en la vida pública como a la vida privada”.

Como se señalo en la introducción del Protocolo y en la dimensión de la violencia intrafamiliar, el maltrato y la agresión sexual, no se paran en el acto concreto dañino para la mujer o la niñez y adolescencia, sino que  supone la integración en un circulo de violencia en el que los actos de violencia no son sino sus actos concretos. La mujer en ese círculo violento acaba perdiendo su identidad como persona asumiendo esa condición de víctima de la que solo puede salir mediante la denuncia.

El Código penal, tras su reforma en la Ley 230 del 19 de septiembre de 1996, no responde a la antijuridicidad de la conducta del maltrato intrafamiliar. Al limitarse a sancionar penalmente la lesión producida y prever una agravación cuando el sujeto activo pertenezca al núcleo familiar, solo contempla una situación concreta de maltrato, dejando fuera la situación de dominio del hombre que se manifiesta en la delegación de la voluntad y de la persona de la mujer, niño y adolescente, al poder del varón que emplea la violencia, en sus manifestaciones física, sexual o patrimonial, de forma sistemática contra estas personas a  las que no respeta sus derechos humanos. 

Por ello la capacitación de delito contra los derechos humanos.
El derecho comparado ofrece distintas soluciones para la elaboración de un precepto penal que contemple el maltrato no solo como hecho puntual de violencia, sino que lo contemple desde la perspectiva de los derechos humanos como  la conducta de quien coloca a la mujer, o niños y adolescente que con el convivían, en una posición de pérdida de dignidad o les cause daño físicos, psíquicos o sexuales a consecuencia de  la realización habitual de actos de violencia contra ellos dirigida, con independencia de los concretos actos de violencia física o psíquica que cometa. Es decir, con la elaboración de estos tipos penales se castiga la creación de un espacio de terror, en tanto que los delitos de lesiones y de agresión sexual, castigarían los concretos actos de lesiones  y de agresión sexual, ambos concurrentes según las normas del concurso real de delitos. 

A. BIEN JURIDICO PROTEGIDO

El bien jurídico protegido por la norma penal seria la creación de un entorno de vida familiar libre de violencia

Entendemos necesaria una ley específica de erradicación de la violencia intrafamiliar que permitiera una declaración programática del Estado contra la violencia familiar. En este sentido las leyes especificas de las Repúblicas Centroamericanas de Costa Rica en la Ley 7142 de 1990, de promoción de la igualdad Social de la mujer y la Ley contra la violencia domestica de marzo de 1996; en el Salvador, el Decreto Ley 902, de Septiembre de 1996, en Guatemala la ley 97/96 para prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar, y en Honduras, la Ley para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer. Decreto 132-97.

La declaración que en ellas se contuviera supondría la afirmación del Estado contra la violencia intrafamiliar y tendría un efecto pedagógico sobre la sociedad en la que actúa. Además se aprovecharía su articulad para diseñar un conjunto de policitas, hoy diseminadas, entre varios organismos e instituciones, posibilitando su tratamiento multidisciplinar.

En la descripción de las conductas violentas habría de precisarse los sujetos activos y pasivos de la violencia y la definición de las distintas modalidades de violencia. En este sentido, la legislación de Costa Rica contempla como definición de violencia domestica la siguiente: “Acción u omisión, directa o indirecta, ejercida contra un pariente por consanguinidad, afinidad o adopción hasta el tercer grado inclusive, por vinculo jurídico o de hecho o por una relación de guarda, tutela y que produzca como consecuencia el menoscabo de su integridad física, sexual, psicológica o patrimonial. Precisa, a continuación  que ha de entenderse por cada una de las violencias que define. Violencia psicológica. “Acción u omisión destinada a  degradar o controlar las acciones, comportamientos creencias y decisiones de otras personas, por medio  de la intimidación, manipulación, amenazas, directa o indirecta, humillación, asilamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación  o el desarrollo personal”. La violencia física como “Acción u omisión que arriesga o daña la integridad corporal de una persona”. La violencia sexual, como  “Acción que obliga a una persona a mantener un contacto sexualizado, físico o  verbal, a participar en otras interacciones sexuales, mediante el uso de la fuerza, intimidación, coerción personal. Igualmente, se considera violencia sexual el hecho de que la persona agresora obligue  a la agredida a realizar alguno de estos actos con terceras personas “Por último, la violencia patrimonial, que define   “Como acción  u omisión  que implica daños, perdida, transformación, sustracción, destrucción o distracción de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos y recursos económicos destinados a satisfacer las necesidades económicas.

La norma penal a promulgar debería contener una definición de los distintos tipos de violencia, si bien no sería precisa tanta  concreción de las modalidades de acción, pues no hay  nada mejor para aclarar conceptos que las definiciones  legales establecidas en el Código Penal.

B. REDACCION PROPUESTA:

“El que infligiere a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral será castigado con la pena de prisión de…

Igualmente será castigado quien de forma habitual ejerce violencia física, psicológica, sexual o patrimonial contra quien sea, o haya sido, su cónyuge o pareja, ascendientes, por consanguinidad, afinidad o adopción sobre persona amparada en cualquier otra relación por la que se encuentre integrada, o lo haya estado, en el núcleo de su convivencia familiar, será castigado con…  penas de presión, inhabilitaciones, armas….

La habitualidad a que hace referencia en el párrafo anterior se producirá cuando se aprecie un patrón de  conducta constante en la realización de actos violentos contra las personas anteriormente referidas.

La violencia física consistirá en el comportamiento cause un daño a la integridad corporal. La psicológica, el  comportamiento dirigido a perturbar o controlar la conducta, las creencias o decisiones de una persona que suponga una alteración de su salud. La sexual, toda acción que imponga o induzca a determinados comportamientos sexuales a otra persona mediante amenazas, manipulaciones, coacciones, fuerza o intimidación o cualquier otra que limite a o anule la libertad. La patrimonial, el comportamiento que suponga la desaparición, alteración, perdida de los bienes de naturaleza económica  a los que se tenga derecho.

Las penas impuestas a la conducta descrita lo será con independencia de los concretos resultados producidos por el acto de violencia denunciado, en cuyo caso procederá imponer la pena prevista por este articulo y la  procedente al concreto delito cometido”.

Esta definición u otra similar, permite contemplar el maltrato como delito contra la integridad moral de la persona que sufre la violencia intrafamiliar, y contempla la conducta como un patrón de comportamiento, concepto sociológico, que permite contemplar el maltrato no como acto aislado sino en su consideración global.  Es un delito contra los derechos humanos, respetuoso con los Tratados Internacionales que obligan a tipificar conductas agresivas contra esos derechos: el ejercicio de la violencia de género.

Remite a una solución concursal, concurso de delitos, cuando se enjuicien conjuntamente los actos agresivos y los resultados típicos del delito de lesiones.

Sería también conveniente la recuperación de las medidas de protección a la victima previstas en el art. 102 del vigente código penal, actualmente inaplicadas.

XI. ANEXOS
ANEXO 1

DOCUMENTOS UNIFICADOS DEL IML

PROCEDIMIENTOS PARA EL IML Y LAS DELEGACIONES MEDICO LEGALES DEL SISTEMA NACIONAL FORENSE
A continuación se adjunta el formato a utilizar de Medicina Legal. Formato 1
Lo establecido en el Manual  de Procedimiento del Instituto de Medicina Legal se aplica igualmente a todas las delegaciones medico legales distribuidas en el territorio nacional, en lo que concierne a sus competencia respectivas, así en función de sus capacidades tanto técnicas como científicas.

Las autoridades  que requieran cualquier peritaje forense en una delegación, utilizaran los modelos de solicitud para cada servicio, pero en lugar de dirigirlos al Instituto de Medicina Legal lo harán a la Delegación Forense correspondiente, tal como se muestra en el formato 2.

Los médicos y medicas forense de las Delegaciones Forenses del IML deberán realizar sus peritajes conforme las guías, protocolos, formatos, diagramas  y elaboraran sus informes o dictámenes en los modelos establecidos, pero en lugar de utilizar el nombre del Instituto de Medicina Legal, utilizaran el del Sistema Nacional Forense, el nombre de la Delegación Forense correspondiente con el  logotipo  oficial del  Instituto de Medicina Legal, como se ilustra con el formato 3.

Los médicos y médicas forenses acreditados/as por la Corte Suprema de Justicia que pertenecen a  otras instituciones ( MINSA, IXCHEN, SI MUJER, COMISARIA DE LA MUJER, ect), deberán realizar sus peritajes conforme las guías, protocolos, formatos , diagramas y elaboraran sus informes o dictámenes en los modelos establecidos, pero en lugar de utilizar el nombre del Instituto  de Medicina Legal, utilizaran el del Sistema Nacional Forense/a Forense Acreditado y nombre de la Institución a la cual pertenece, con el logotipo oficial del Instituto de Medicina Legal, como se ilustra con el Formato3.
Ver guías de valoración e instructivo para la cumplimentación de ambos formatos.,

GUIA DE VALORACION MEDICO LEGAL DE LA MUJER Y EL MENOR  MALTRATO
CONSIDERACIONES GENERALES

· Residencia y tiempo de estancia (en caso de que no sea su casa).

· Tomar en cuenta la información y consentimiento del menor (si este comprende la relevancia de los hechos) y que podría haber intimidación de un familiar.

· Hacer historia abierta y luego conducirlo hacia la información clara y detallada.

HISTORIA DE AGRESIONES

· Tiempo de evolución, donde, quien (es), mecanismo de la agresión (agente, sitio anatómico y cuantas veces), si recibió tratamiento médico y de qué tipo o si fue tratamiento casero. Cuáles son las secuelas físicas que le han quedado.

· Indagar sobre agresión sexual y psicológica (se consigna lo que diga el menor o acompañante).

ANTECEDENTES PERINATALES (Proporcionados por la madre, en el caso de menores)

· Datos del embarazo y el parto.

· Historia de agresión a la madre durante el embarazo

· Embarazo deseado o no.

ANTECEDENTES NO PATOLOGICOS

· Alimentación

· Vacunas

· Desarrollo psicomotor

· Pasatiempos (juegos o deportes)

ANTECEDENTES PATOLOGICOS

· Anotar en cada antecedente patológico, traumático o quirúrgico: tiempo de evolución, tratamiento médico, cual y donde o si es tratamiento casero.

· Abuso de drogas (en la madre y el niño).

EXAMEN FISICO

· Apariencia general

· Signos vitales

· Descripción de lesiones

· (Examen físico completo si el caso lo amerita)

EXAMENES COMPLEMENTARIOS (SI EL CASO LO AMERITA)

· Revisión  de expedientes médicos, exámenes de laboratorio, examen odontológico.

· Estudios diagnósticos según el caso.

CONSIDERACION

· Contestar las preguntas de la autoridad solicitante.

· Anotar si son compatibles las lesiones encontradas con la historia narrada

· Data de las lesiones

· Indicar que limitación le produce, en qué grado y si requiere tratamiento medico

· Comentar el manejo hospitalario, la incapacidad temporal y la incapacidad  permanente

· En caso necesario sugerir la valoración por psiquiatría y/o psicológico forense

· Indicar cualquier otro dato de interés que el médico determine durante su valoración y que sea importante en la resolución del caso y en la seguridad del menor

GUIA DE VALORACION MÉDICA LEGAL EN DELITOS SEXUALES

HISTORIA MEDICO LEGAL ACTUAL

Se debe obtener  la historia directa, si no es posible, se le pide al acompañante que narre lo que conoce sobre los hechos.

Debe incluir:

· Si medio algún tipo de violencia

· Si se le suministro algún tipo de sustancia

· Si presentaba alteraciones de conciencia

· Frecuencia y número de personas que participaron en los hechos

· Si se dio la eyaculación y en que sitio

· Utilización de algún método anticonceptivo

· Presencia de testigos

ESTADO ACTUAL 

Patología o cambios de conducta observados por el acompañante.

HISTORIA MEDICA PASADA

· Desarrollo sexual

· Fechas de primera y última relación sexual con consentimiento

· Numero de compañeros sexuales

· Experiencias sexuales del tipo que se investiga, antes de los hechos narrados

· Enfermedades mentales, ginecológicas y de transmisión sexual, cirugías del aparato genitourinario o traumatismo pélvicos.

· Varones: Estreñimiento, parasitosis intestinal o alguna enfermedad del tracto digestivo

· Fechas de primera  y última menstruación, ritmo menstrual y duración del periodo  menstrual, gesta, para, abortos, cesáreas, métodos anticonceptivo

EXAMEN FISICO

Antes de proceder al examen físico debe informarse la naturaleza de la valoración que se realizara y obtener el consentimiento de la persona. El examen debe realizarse en presencia de un familiar o acompañante y de una enfermera de la Clínica Forense.

Debe consignarse:

· Estado de conciencia y conducta

· Vestimenta y estado de las ropas

· Realizar el examen físico por aéreas (extra genital, para genital y genital)

· Desarrollo de caracteres sexuales secundarios

· Descripción de lesiones de acuerdo a su tamaño, características y localización) en las aéreas extra y para genital consignando como se produjeron)

· Presencia de sangrado, secreciones, manchas, fibras, hiervas y pelo

· Himen tipo, características de lesiones existentes y ubicación de acuerdo a la caratula del reloj, presencia y ubicación de escotaduras congénitas.

· Pene y escroto: Forma, retracción del prepucio, lesiones o secreciones en glande, frenillo u surco balanoprepucial,   características de los testículos,  reflejo  cremasterico 

· Ano: En posición genupectoral: presencia de pliegues, borramiento, características y ubicación de fisuras, tono, presencia de alguna anomalía

· Embarazo: Altura uterina, frecuencia cardiaca fetal, movimientos fetales y contracciones.

DATOS DE ATENCION MÉDICA Y EXAMENES COMPLENTARIOS

Se solicitaran dependiendo del caso

EXAMENES DE LABORATORIO

Cuando la valoración tiene lugar en los primeros tres días de ocurridos los hechos, es indispensable la toma de muestras vaginales, anales y orales y la recolección de vellos y otro material que se encuentra al momento de la valoración

CONCLUSIONES

· Resumen  de los hallazgos físicos.

· Contestar los requerimientos de la autoridad solicitante.

· Si el médico considera algún aspecto de importancia médico legal no contemplado en los requerimientos de la autoridad, debe hacerlo constar.

· Si hay embarazo o presencia de enfermedades de transmisión sexual.

INSTRUCTIVO PARA LLENAR EL DICTAMEN MEDIO LEGAL

EN CASO DE DELITOS SEXUALES Y LESIONES

1. DELITOS SEXUALES

Encabezado: El encabezado deberá tener lo siguiente:

1. Logotipo  oficia del Instituto de Medicina Legal en la parte superior izquierda

2. Sistema Nacional Forense

3. Médico Forense Acreditado

4. Nombre de la Institución a la cual pertenece el médico acreditado como forense

Datos Generales:

1. Escriba el numero de dictamen correspondiente

2. Escriba el lugar y la fecha de emisión del dictamen

3. Especifique el titulo, nombres y apellidos de la autoridad a quien se remite el dictamen.

4. Escriba el cargo de la autoridad a quien se remite el dictamen.

Introducción: Llene las líneas con la información correspondiente:

1. Especifique  la fecha en que la autoridad remitió la solicitud de valoración médico legal

2. Escriba el lugar y la fecha que recibió la solicitud

3. Escriba el número de expediente judicial o policial o especifique si se recibió sin número de expediente

4. Escriba los nombres y apellidos de la persona que será valorada, la edad referida por ella, el estado civil, el género, la ocupación, la dirección donde vive, la cedula de identidad o cualquier otro documento de identidad o si se presenta sin documentos de identidad.

5. Especifique  el lugar y hora en que procede a realizar la valoración medica legal 

Relato de los hechos:

Describa todos los acontecimientos relatados por la persona objeto de la valoración medica legal  o por su  acompañante.

Hallazgos Físicos:

Describa brevemente los hallazgos detectados mediante el examen físico y utilice los diagramas para  ilustrarlos en las aéreas  extragenital, paragenital y genital

Hallazgos Psicológicos:

Consigne los datos más importantes en relación con la actitud de la persona, el estado emocional actual y  los antecedentes psicológicos.

Diagnostico Medico Legal (conclusiones y recomendaciones)

Especifique el diagnostico médico legal de la agresión sufrida, responda cada una de las preguntas de la autoridad solicitante y haga constar lo recomendado en la guía de valoración médico legal de delitos sexuales.

2-LESIONADOS

Encabezado: El encabezado deberá tener lo siguiente

1. Logotipo oficial del Instituto de Medicina Legal en la parte superior izquierda 

2. Sistema Nacional Forense

3. Médico Forense Acreditado

4. Nombre de la Institución a la cual pertenece el médico acreditado como forense

Datos Generales:

1. Escriba el numero de dictamen correspondiente

2. Escriba el lugar y la fecha de emisión del dictamen

3. Especifique el titulo, nombre y apellidos de la autoridad a quien se remite el dictamen

4. Escriba el cargo de la autoridad a quien se remite el dictamen

Introducción: Llene las líneas con la información correspondiente:

1. Especifique la fecha en que la autoridad remitió la solicitud de valoración médico legal

2. Escriba el lugar y la fecha que recibió la solicitud

3. Escriba el número de expediente judicial o policial o especifique si se recibió sin número de expediente

4. Escriba los nombres y apellidos de la persona que será valorada, la edad referida por ella, el estado civil, el género, la ocupación, la dirección donde vive, la cedula de identidad o cualquier otro documento de identidad o si se presenta sin documento de identidad

Relato de los hechos

Llene las líneas vacías  con la información correspondiente, consignando el día, la hora, el lugar donde ocurrieron los hechos. Escriba el nombre y los apellidos de la persona que fue objeto de agresión, especificando el género y la calidad de desconocido o conocido del agresor, así como el objeto vulnerarte.

Hallazgos Físicos:

Describa brevemente los hallazgos detectados mediante el examen físico y utilice los diagramas para ilustrarlos en la región anatómica afectada.

Conclusiones

Llene las líneas vacías con la información correspondiente y responda a las preguntas formuladas por la autoridad solicitante.

Escriba sus nombres y apellidos, firme y selle el dictamen.

FORMATO 1

A UTILIZAR POR

EL INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL







